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Doctor Bonerge Amílcar Me¡¡a Orellana
Jefe de la Unidad de Tesis
Facultad de C¡encias Jurid¡cas y Soc¡ales
Univers¡dad de San Carlos de Guatemala
C¡udad Universitaria.

Est¡mado Doctor:

Por medio de la presente y en cumplim¡ento a lo dispuesto por la jefatura a su cargo,
procedí a revisar el trabajo de tesis titutado: "ANAL|S|S JUR|D|CO DE LÁS
DESVENTAJAS DE LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA PENAL,
NARCOACTIVIDAD Y DELITOS CONTRA EL AMBIENTE OUE CONOCEN LOS
PROCESOS DE FEMICIDIO Y OTRAS FORMAS DE VIOLENCIA CONTRA LA
MUJER EN RELACIÓN CON LOS JUZGADOS ESPECIALIZADOS EN LA
MATERIA", presentado por et Bachitter CARLOS RAUL SANCHEZ BARRUTtA.

El trabajo de tesis realizado por el estudiante SÁNCHEZ BARRUTIA, en un estudio
monográfico el cual reúne los requis¡tos establecidos en el Artículo 32 del Normativo
para la Elaborac¡ón de Tes¡s de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen
General Público, ya que en él se abordan aspectos doctrinarios generales conielación a los
Juzgado de Primera lnstancia Penal de Del¡tos de Femicidio y otras formas de V¡olencia
contra la Mujer y el Tribunal de Sentencia penal de Delitos de Femicidio y otras formas de
Violencia contra la l\4ujer, anal¡zando la apl¡cac¡ón de la ley contra el iemicidio y otras
formas de v¡olencia contra la mujer en casos donde se infringen normas Guatemáltecas
a nivel Nacional e lnternacional.

El tema objeto de estudio por parte de la sustentante, se adecuó a las normas
reglamentarias exigidas por la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, ya que al
recomendarle las correcciones pertinentes, estas fueron atendidas con exactjtud,
consultando a profesionales y analistas en relac¡ón altema; y en base, al Artículo 32 del
Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenc¡atura en C¡enc¡as Jurídicas y
Sociales y del Examen General Público, el cual indica: ,,Tanto el asesor como el revisor
de tesis, harán constar en los dictámenes correspondientes, su opinión respecto del
contenido c¡entífico y técnico de la tes¡s, la metodología y técnicas de ¡nvestigación



l/v
c¡entífica de la misma, las conclusiones, las recomendaciones y la bibliografía utilizada,
si aprueban o desaprueban el trabajo de ¡nvestigación y otras consid;raciones que
estimen pertinentes , me permito opinar:

a) El conienido científico y iécnico de la investigaclón se basa en conocimientos
válidos y conf¡ables mismos que se fundamenta én el articulo 77-2007 vigente;

b) La metodología y las técnicas de investigación utilizadas, así como la redacción
son las adecuadas;

c) Las técnicas utilizadas fueron ¡nvestigadas b¡bliográf¡cas cuya fuente pr¡nc¡pal, fue la
consulta de los libros especializados en el tema y técnicas de fichajes y análisis de
documentos:

d) Las conclusiones son el resultado de un análisis e investigación consiente sobre el
tema;

e) Las recomendaciones se pueden atender en forma directa e ¡ndirecta en cuanto a la
invest¡gación planteada.

Cabe resaltar que el estud¡ante SÁNCHEZ BARRUTIA expone los aspectos más
importantes de la ¡ntervención del sector de justicia en los delitos de Femicidio y otras
fgrmgs d9 Violenc¡a contra la lvujer, dicho sector conformado por los Tribunales de
Juslicia, lvlinisterio Publico, Policía Nac¡onal C¡v¡1, entre otros y oiros, han cumplido con
su mandato Const¡tuc¡ona¡ de proteger la vida de las mujeres, por lo que se hace un
análisis por la investigación de estos hechos impunes.

Por las razones expuestas opino que el trabajo de tesis del estudiante CARLOS RAUL
SANCHEZ BARRUTIA, cumple con los requis¡tos ex¡gidos por el Artículo g2 del
normativo para la Elaboración de Tesis de L¡cenciatura etcienclas Jurídicas v sociares
y del Examen Genera¡ Púbtico, por to que extiendo DICTAMEN FAVORABLL para su
discusión en el Examen Público de Tesis.

Sin otro partjcular, me suscribo ante usted.

Atentamente,

5oALLEy i3avENtDA.A coloNAMoNTERaÁal¡E-IÁ7óñf¡¡ETt¡d-EI:¡ 44
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INTRODUCCION

Esta tesis se realizó con el objetivo de establecer las desventajas de los juzgados de

pr¡mera instanc¡a penal, narcoactividad y delitos contra el ambiente que conocen los

procesos de fem¡c¡dio y otras formas de violencia contra la mujer en relación a los

juzgados espec¡al¡zados en dicha materia; ya que las mismas, vulneran el sistema de

justicia, el cual esta garantizado en la Constitución Política de la República de

Guatemala y demás leyes ordinarias.

Como consecuencia de la problemática planteada, surge la siguiente hipótesis: La falta

de los Juzgados de Primera lnstancia Penal de Del¡tos de Fem¡cidio y otras formas de

V¡olencia contra la l\¡ujer en toda la República de Guatemala, atenta contra el derecho

de las mujeres, provocando de esta manera, transgresión a normas constituc¡onales.

En el desarrollo de este estudio y para lograr los objetivos propuestos, se ut¡l¡zaron ¡os

métodos siguientes: el analítico principalmente para iniciar la búsqueda, mediante la

revisión, uno por uno de los diversos documenlos o libros que proporcionaron los datos

para la invest¡gación; el sintét¡co se aplicó mediante la recolección de datos; el

deductivo se empleo, para deducir por medio del razonam¡ento lóg¡co, varias

suposiciones, en este caso establecer que la Ley que se estud¡a, v¡ola en c¡erta medida

los derechos de las mujeres, mediante la combinac¡ón de principios necesarios y

simples y, por último, el ¡nductivo, al momento de establecer un principio general una

vez rcalizado el estudio y análisis de la Ley objelo de estudio en particu¡ar. En lo

referente a las técn¡cas de investigación se utilizaron: la bibliográfica y documental,

(i)



las cuales se dir¡gieron a la recolección de datos; es decir, fuentes que describen,

conservan y transmiten por algún medio físico, un evento, un hecho o un fenómeno.

Entre éstas están los documentos, escr¡tos, libros, enciclopedias, diccionarios, y todo el

material electrón¡co disponible en páginas web, correo electrónico.

A fin de cumplir con lo descr¡to en los párrafos anter¡ores, se ha distribuido este estud¡o

en capítulos, los cuales contienen en el orden en que fueron creados el primero se

refiere al derecho de la mujer, concepto y su clasif¡cación; el segundo contiene el

marco jurídico del derecho de la mujer, como las normas nacionales e internacionales;

en el tercero se mencionan las instituciones, sujetos del sector justicia en el proceso

penal de del¡tos contenidos en la Ley contra el Femicidio y otras formas de violencia

contra la mujer; el cuarto capítuio se refiere a los juzgados de primera instancia penal,

narcoactividad y delitos contra el ambiente y los juzgados de primera instancia creados

para los delitos que atentan contra la mujer; en el quinto capitulo se establece la

intervención de los jueces penales en los delitos de femicidio y otras formas de violenc¡a

contra la mujer, del cual se hace un estudio profundo; y, por último, el selito capítulo

que t¡ene mucha importanc¡a dentro de este trabajo de tesis, las desventajas de los

juzgados de primera instancia penal, narcoactividad y delitos contra el ambiente que

conocen los procesos de femic¡dio y otras formas de violencia contra la mujer en

relación con los juzgados especializados en la materia.

(ii)



CAPITULO I

1. Derechos de la muier

'1.1. Antecedentes iuríd¡cos e h¡stór'icos

A lo largo de la historia, en la mayoría de las culturas, las mujeres han sido sometidas a

estructuras patriarcales que les han negado los derechos humanos más

fundamentales. Las leyes antiguas y los sistemas tradicionales, como el cristian¡smo y

el islamismo, antecedentes de los sistemas modernos, han provocado la dependencia

de ¡a mujer, de forma análoga a la esclavitud, a la explotación de las clases

desfavorecidas y a la rnano de obra.

Una de las razones podría ser el fortalecimiento y sostenimiento del poder y de la

act¡vidad económica y de igual forma se evidencia que quienes resultan sometidos son

vistos. por los explotadores, como seres inferiores, inmaduros, infantiles, malvados o

depravados

En algunos paises Ia mujer ha tardado muchos s¡glos en conseguir igualdad, aunque

solo sea teórica, ante la ley. Y aún cuando ¡a ley hable de igualdad. suele haber un

gran abismo enire la teoría y la práctica.

La publicación de las Naciones Unidas titulada The World's Women 1970-1990 dice:

"Esta brecha len Ia oolitica gubernamentall ha quedado recogida en gran parte en las

leyes que niegan a la nrujer la igualdad cor el varón en lo que respecta a sus derechos



de tenencia de tierras, sol¡c¡tud de préstamos y firma de contratos". Una mujer de

Uganda declaró: "Seguimos siendo ciudadanas de segunda clase... o de tercera clase

más bien, pues nuestros hüos varones van delante nuestro. Hasta los burros y los

tractores reciben a veces mejor trato".

El libro lvlen and Women, editado por Time-Life, dice: "En 1920, la Dec¡monovena

Enmienda de la Const¡tuc¡ón de Estados Un¡dos garantizó a las mujeres el derecho al

voto, mucho después que en bastantes países europeos. Pero en Gran Bretaña no se

les conced¡ó ese privileg¡o hasta el año 1928 ...". Como protesta por ¡a ¡njusticia política

a la que se sometía a las mujeres, Em¡ly Wilding Davison, sufragista británica, se echó

delante del caballo del rey en el derby de 1913, y perdió la vida. Se conv¡rt¡ó en una

mártir en la causa de la igualdad de derechos para la mujer.

El propio hecho de que en fechas tan tardías como el año '1990 el senado de Estados

Unidos promulgase el decreto Violence Against Women Act, ind¡ca que las legislaturas

dominadas por el varón han sido lentas a la hora de responder a las necesidades de la

mujer.

El sufragio femenino ha sido garantizado y revocado, varias veces en varios paises del

mundo. En muchos países, el sufragio femen¡no se ha garant¡zado antes que el



sufragio universal; así, una vez concedido éste, a mujeres y varones de c¡ertas razas,

aún se les seguía negando el derecho a votar.

El primer sufragio femenino, con las mismas caracteristicas propias que el masculino,

se garantizó en Nueva Jersey en 1776, aunque rescindió en 1807. Pitcairn garant¡zó el

sufrag¡o femen¡no en 1838. Var¡os países y estados garantizaron un sufragio femen¡no

restringido en la segunda mitad del siglo XlX, empezando por Australia del Sur en

1861 . El primer sufrag¡o femen¡no s¡n restringir, en lo que a derecho a votar se refiere,

ya que a las mujeres no se les permitía presentarse a elecciones, se garant¡zó en

Nueva Zelanda en 1893.

La primera mujer en ejercer formalmente el derecho al voto político en América Latina

fue l\,4atilde Hidalgo de Procel en '1924, en la ciudad de Loja, conv¡rtiendo al Ecuador en

el primero de la reg¡ón que permitió el voto femenino. S¡n embargo no se descarta

anteriores brotes de lucha por la participación de la mujer en la política. Seguramente

lvlatilde H¡dalgo de Prócel, quien además sería la primera mujer en recibirse de una

carrera universitaria y doctoraÍse en medicina en el Ecuador, abnzatía la influenc¡a de

un importante movim¡ento femen¡no ch¡¡eno por el derecho al sufragio que "apoyándose

en la resoluc¡ón del ministro Zenteno, se inscrib¡ó para votar por Benjamín Vicuña

Mackenna en las elecciones pÍesidenciales de '1876. Al calor de la campaña

antiol¡gárquica de este candidato, las mujeres reclamaron el derecho a sufrag¡o y, a

pesar de la negativa de las autoridades, alcanzarcn a inscrib¡rse en La Serena."



H¡storia del Derecho de la Mujer

1791 - No fue hasta que Olympe de Gouges, en '1791, proclamó la Declaración de los

Derechos de la l\¡ujer y la Ciudadana que las mujeres entraron, por lo menos a través

de un documento no oficial, en Ia historia de los derechos humanos.

1792 - Sin embargo, y aunque débilmente, en el s¡glo XV aparecen voces que delatan

el sistema. En 1792, Mary Wollstonecraft, una de las primeras mujeres femin¡stas de la

h¡stor¡a, escribe un ensayo sobre derechos de la mujer. De hecho, las mujeres

apoyaron la Revolución.

1848 - A cont¡nuación vis¡tó el Parque H¡stór¡co Nac¡onal de los Derechos de la Mujer,

en Seneca Falls, donde tuvo lugar una de los primeros eventos organ¡zados a favor de

los derechos de la mujer, una Convención Nacional en 1848.

1910 - En 1910, la escr¡tora Clara Zetkin, compañera yamiga de Rosa Luxemburgo,

organizó la primera conferenc¡a internac¡onal de mujeres socialistas, donde se aprobó

una resolución que establecía el día 8 de mazo como Día lnternacional de

la mujer trabajadora.

1948 - Aquel glor¡oso día de 1948 dejó impreso su sello en la h¡stor¡a de la humanidad.

Con la firma de la Declarac¡ón universal de los derechos humanos, en san Francisco,

Cal¡forn¡a, se reconocían los derechos de la mujer.



1975 - También fue delegada en la Primera Conferencia lvlund¡al de Trabajadores y

coordinó a varias instituciones con motivo del Año lnternacional de la Mujer en 1975

Fue fundadora del Frente Único Pro Derechos de la Mujer. Adel¡na Zendejas fue una

de las primeras...

1979 - La Convenc¡ón sobre la El¡m¡nación de todas las Formas de D¡scr¡minación

contra la ¡/uier, representó un mito en la h¡storia de los derechos humanos de la mujer,

a partir de la aprobac¡ón en 1979,

1.2. Defin¡ción de derechos de las mu¡eres

Para definir el derecho de la mujer se necesario poder definir que es el derecho en

general, el Derecho viene del latín d¡rectus, directo; de d¡rig¡r, enderezar o alinear. La

complejidad de esta palabra, apl¡cable en todas las esferas de la v¡da, y la singularidad

de constituir Ia fundamental en esta obra y en todo el mundo jurídico (pos¡tivo, histórico

y doctrinal), aconsejan, más que nunca, proceder con orden y detalle.

Como adjetivo, tanto masculino como femenino. En lo material: recto, igual, segu¡do.

Por la situación: lo que queda o se encuentra a la derecha o mano derecha del

observador o de la referencia que se ind¡que. En lo lógico: fundado, razonable. En lo

moral: b¡en intencionado. En lo estr¡ctamente juridico: legal, legitimo o justo.



Como adverbio, y en consecuencia ¡nvariable, equivale a derechamente o en

derechura; sin otra acepción jurídica que la figurada del camino derecho o recto, la vía

legal, la buena fe. A ello equ¡vale el empleo como substantivo neutro: lo derecho.

Como substantivo masculino, en la máx¡ma riqueza de sus acepc¡ones y matices, en

esta voz, dentro de la inf¡nidad de opiniones, probablemente tantas como autores,

prevalecen dos s¡gnificados: en el pr¡mero, el derecho (así, con m¡núscula, para nuestro

cr¡ter¡o d¡ferenc¡ador) const¡tuye la facultad, poder o potestad ¡ndividual de hacer, elegir

o abstenerse en cuanto a uno mismo atañe, y de exigir, permit¡r o proh¡bir a los demás;

ya sea el fundamento natural, legal, convencional o unilateral, nos encontramos frente

al derecho subjetivo. Pero, además, puede el Derecho (ahora con mayúscula, para

d¡stinguirlo del precedente) expresar el orden o las órdenes que integran el contenido

de códigos, leyes, reglamentos o costumbres, como preceptos obl¡gatorios, reguladores

o supletorios establecidos por e! poder público, o por el pueblo mismo a través de la

practica general reiterada o de la trad¡c¡ón usual; configura entonces el denominado

Derecho objetivo.

Como repertorio s¡ntético de sus acepc¡ones más usadas indicaremos que derecho o

Derecho, según los casos, s¡gnifica; facultad natural de obrar de acuerdo con nuestra

voluntad, salvo los límites de¡ derecho ajeno, de la v¡olencia de otro, de la imposibil¡dad

física o de la prohibic¡ón legal. Potestad de hacer o exigir cuanto la ley o la autor¡dad

establece a nuestro favor, o lo permitido por el dueño de una cosa. Consecuencias

naturales der¡vadas del estado de una persona, o relac¡ones con otros sujetos juríd¡cos.



"Acción sobre una persona o cosa. Conjunto de leyes. Colección de principios,

preceptos y reglas a que estén sometjdos todos ios hombres en cualquiera sociedad

civil, para vivir conforme a justicia y paz; y a cuya observanc¡a pueden ser compelidos

por la fueza. Exención, franqu¡c¡a. Privilegio, prerrogativa. Beneficio, ventaja, provecho

exigible o utilizable. Facultad que comprende el estudio del derecho en sus distintas

ramas o divisiones. Carrera de abogado, sus estudios. Justicia. Razón Equidad.

Sendero, camino, vía".1

También es necesario definir que es mujer. "Persona del sexo femenino. La púber. La

casada. La que ha contraído legítimo matr¡mon¡o y no es viuda ni divorciada. Esposa

Cónyuge o consoÍe del sexo femenino. En denominaciones familiares: costilla,

parienta, media naranja. Señora. l\,4ujer, s¡n más".2

Los derechos de las mujeres es uno de los temas más controversiales en el mundo, por

su misma complejidad. Aunque no hay un solo concepto universal, es uno de ios temas

y causas aceptadas por varias naciones y dentro de estas también convoca a diversos

grupos e ideologías.

Pa€ abordar el tema de derechos Humanos de las lvlujeres, es importante que primero

se analice que se entiende por ellos corrro ya lo h¡cimos anteriormente. Desde hace

varios años hay una discusión en el movim'ento de mujeres a nivel de todo el mundo,

! Cabanellas de las C.uelas. Guiilcnno. Diccion¡rio iuridiro el€mcntal, Pá,e. 62
r lbid. Pas .45



ya que este tema corresponde a cuestiones centrales de la lucha contra la

d¡scr¡minación, exclusión y abuso que han vivido las mujeres.

En su idea más general, son principios básicos y mínimos. irrenunciables que

pertenecen al ser humano, por el hecho de ser humano. Ahora bien, el hecho de que

sean principios básicos y que hayan llegado a ser consenso entre muchas naciones e

ideologías no implican que sean un término y un modelo acabado y perfecto Asi como

la sociedad no es estática, los productos sociales (los derechos humanos son producto

o elaboración de la sociedad misma) también son cambiantes; por lo tanto, diversas

corrientes sociales han ven¡do durante la historia a aportar a la construcción de los

derechos humanos, dentro de ellas, uno de los principales aportes para su evolución y

enriquecimiento se ha dado a través del ferninismo.

'1.3. Característ¡cas de los derechos de las mujeres

Entre las características propias de los Derechos Humanos de las mujeres, se

encuentran:

Son ¡nnatos o inherentes: Todas las mujeres nacen con derechos que pertenecen por

la condición de seres humanos. Su origen no es el Estado o las leyes, decretos o

títulos, sino la propia naturaleza o dignidad de la persona humana. Por eso cuando una



ley v¡ola los derechos de la mujeres se la considera nula (sin valor) porque va contra la

misma naturaleza humana.

Son un¡versales: Todas las personas: mujeres, hombres, niños y niñas tenemos

derechos. Por eso no importa la raza, el sexo, la cultura o la religión que se tenga;

tampoco importa la nac¡onal¡dad o el lugar en que se viva. Cada persona tiene la

misma dignidad y nadie puede estar exc¡uido o discrim¡nado del d¡sfrute de sus

derechos. Es así que tienen los mismos derechos tanto un n¡ño como una niña, un

indígena como un campes¡no, una mujer como un hombre, un árabe como un chino, un

colombiano como un venezolano, un musulmán como un cr¡st¡ano, un negro como un

blanco, un pobre como un rico, un del¡ncuente o corrupto como una persona honesta.

Son inalienables e intransferibles: La mujeres no puede, sin afectar su d¡gnidad,

renunciar a sus derechos o negociarlos. Tampoco el Estado puede disponer de los

derechos de los ciudadanos. Se entiende que en s¡tuaciones extremas algunos

dercchos pueden ser l¡mitados o suspendidos, pero nunca alienados (el¡minados,

extingu¡dos).

Son acumulat¡vos, imprescriptibles o irreversibles: Como la humanidad es camb¡ante,

las necesidades también, por ello a través del tiempo las mujeres han conquistado

nuevos derechos, que una vez alcanzados forman parte de ese patrimonio de la



dignidad humana. Una vez reconoc¡dos formalmente los derechos humanos de las

mujeres su v¡gencia no caduca (es dec¡r, no vence nunca).

Son ¡nv¡olables: Nad¡e puede atentar, lesionar o destru¡r los derechos de las mujeres

Esto qu¡ere decir que las personas y los gob¡ernos deben regirse por el respeto a los

derechos de las mujeres; las leyes dictadas no pueden ser contrar¡as a éstos y las

políticas económicas y sociales que se implemenlan tampoco. Por ejemplo, el derecho

a la vida no puede ser violentado bajo ninguna c¡rcunstancia, como ocurre

frecuentemente en contra de la mujer en la realidad.

Son obligatorios: Los derechos de las mujeres imponen una obligación concreta a las

personas y al Estado de respetarlos aunque no haya una ley que así lo diga. Queda

claro entonces que es obligator¡o respetar todos los derechos de las mujeres que

existan en nuestras leyes y también aquellos que no lo están aún.

Trascienden las fronteras nac¡onales: Esta característ¡ca se refiere a que la comun¡dad

internacional puede y debe intervenir cuando considere que un Estado está v¡olando los

derechos humanos de las mujeres de su población. En este sentido, ningún Estado

puede argumentar violac¡ón de su soberania cuando la comunidad internac¡onal

interviene para requerir que una v¡olación a los derechos humanos de las mujeres sea

correg¡da.
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Son indivisibles, interdepend¡entes, complementarios y no jerarquizables: Los derechos

de las mujeres están relacionados entre sí. Es decir, no podemos hacer ninguna

separación n¡ pensar que unos son más irnportantes que otros. La negación de algún

derecho en particular significa poner en peligro el conjunlo de Ia dignidad de la mujer,

por lo que el disfrute de algún derecho no puede hacerse a costa de los demás. Es así,

como no se puede aisfrutar plenamente del derecho a ia educacjón s¡ no se esta bien

alimentado o si se carece de una vivienda adecuada, ni se puede ejercer el derecho a

la participación política si se niega el deiecllo a manifestar o estar bien informados.

1.4. Pr¡ncipio del derecho de las mujeres

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito

público como en el privado. Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce,

ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades

consagradas por ros insirumer¡tos lÉgionales e internacionales sobre derechos

humanos. Estos derechos comprenden varios principios, entre otros:

a. el derecho a que se;espete su vida,

b. el derecho a que se iespete su inteEridad física, psíquica y moral;

c. el derecho a la iibefad y a la seguridal personal;

d. el derecho a no ser soneiida a tortuias:

e. el derecho a que se respete la dign,dad inherente a su persona y que se proteja a

su fam¡lia;

11



f. el derecho a igualdad de protecc¡ón ante la ley y de la ley;

g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que

ampare contra aclos que violen sus derechos;

h. el derecho a l¡bertad de asoc¡ación;

i. el derecho a la libertad de profesar la rel¡gión y las creenc¡as propias dentro de la

j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país

participar en los asuntos públicos, ¡ncluyendo la toma de dec¡s¡ones.

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos,

económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos

derechos consagrados en los instrumentos regionales e ¡nternacionales sobre

derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer

impide y anula el ejercic¡o de esos derechos.

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:

a. el derecho de la mujer a ser l¡bre de toda forma de discr¡m¡nación, y

b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones

estereotipados de comporlam¡ento y prácticas sociales y culturales basadas en

conceptos de ¡nfer¡oridad o subord¡nación.

ley,

ya
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CAPITULO II

2. Marco jurídico del derecho de la mujer

2.1. Normas Nacionales

Los mov¡mientos internac¡onales en pro de la protección integral de la mujer en mater¡a

de seguridad física y sexual, fueron los promotores para que en Guatemala, se tomaran

medidas para cont¡nuar con este movimiento.

La Constitución Política de la República de Guatemala reconoce al Estado de

Guatemala, "como responsable de la proffoción del bien común, de la consolidación

del régimen de legalidad, seguridad, justicia, igualdad, libedad y paz.

Con Ia Constitución como norma suprema en el Estado de Guatemala, se inicia la

creación de Decretos Legisiativos y Acuerdos Gubernativos, para la protección de las

mujeres, entre ellos se tierlen;

1. Ley y reglamento Dara Prevenir, Sancionar y Effadicar la V¡olencia lntrafamiliar

decreto No, 97-9e y acuerdo gubernaiivo d31-2000 del Congreso de la República de

Guatemala, la cual esiablece que la violencia intrafamiliar es cualquier acción u omisión

que cause daño físico, psícológico o sexuai a cualquier integrante del grupo familiar.
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2. Ley de Dignificación y Promoción Integral de la l\,4ujer, decreto No. 7-99 del Congreso

de la República. La cual promueve el desarrollo integral de la mujer y su participación

en todos los árnbitos.

3. Ley de Desarrollo Soc¡al, Decreto No. 42-2001 del Congreso de Ia República de

Guatemala cJyo objeto es la creación de urr marco jurídico que permita implementar los

procedim¡entos legales y de políticas públicas para llevar a cabo la promoción,

planificación, coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las acciones

gubernativas y del Estado, encaminadas al desarrollo de la persona humana en los

aspectos social, familiar, humano y su entorno, con énfasis en los grupos de especial

atenciór'r.

4. Ley Contra el Fenricidio y Otras Formas de Violencia en Contra de la Mujer, Decreto

22-2OOB. La cual se crea para garantizar la vida, la integridad, la dignidad, la protección

e igualdad de todas las írujeies ante la ley y de la ley particularmente cuando por

condición de género, en relaciones de poder o confianza, en el ámbito público o

privado, quien agrede cometa en contra de ellas práct¡cas discriminatorias, de violencia

fis¡ca ps¡cülógica, eco ómica c.r de mei-,osprecio a sus derechos.

El fin es promover e implementar disposiciones oieniadas a ia errad¡cac¡ón de la

violencia física, psico¡ógica. sexual. económica o de cualquier tipo de coacción en

contra de las mujeres. gaIar]tizandoles uila vida lible de violencia, según ¡o estipulado

en la Const¡tución Politica de la Republica e rnstrurrentos internacionales sobre

derechos humanos de las mujeres, ratificados por Guatemala.
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2.2. Normas lnternacionales

lnstrumentos ¡nternacionales relacionados con el tema de violencia en contra de la

mujer a nivel mundial, aprobados con el objeto de erradicar toda clase de violencia

contra las mujeres.

'l. Convención sobre la El¡minación de todas las Formas de Discriminación contra la

Mujer Considerando que la Declarac¡ón Un¡versal de Derechos Humanos reafirma el

princip¡o de la no discriminac¡ón y proclama que todos los seres humanos nacen libres

e iguales en d¡gnidad y derechos; que toda persona puede invocar lodos los derechos

y libertades proclamados en esa Declaración, s¡n distinción alguna y, por ende, sin

d¡st¡nción de sexo.

El artículo 1. De la Convención Sobre la Elim¡nación de todas las Formas de

Discriminac¡ón contra la l\,4ujer, describe la que se debe entender como d¡scr¡minac¡ón

contra la mujer y señala: "toda distinc¡ón exclus¡ón o restricción basada en el sexo que

tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o

ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la

igualdad del hombre y de la mujer, de los derechos humanos y las libertades

fundamentales en las esferas polítjca, económica, soc¡al, cultural y civil o en cualquier

otra esfera.

Recomendación número 19 de¡ Comité para la Eliminación de la discriminación contra

la l\ilujer. Exhorta a los estados partes que deben procurar la el¡minación de la violenc¡a
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en contra de las mujeres, ya que const¡tuye discr¡minación, que refleja y mantiene la

subordinación.

2. Declaración y Programa de Acción de Viena. Esta declarac¡ón reconoce que la

violencia en contra de la mujer es una violación a los derechos humanos.

3. Declaración sobre la Elim¡nac¡ón de la V¡olencia contra ia lvlujer Su articulo 3

establece que: "La mujer t¡ene derecho, en cond¡c¡ones de igualdad, al goce y la

protección de todos los derechos humanos y l¡bertades fundamentales en las esferas

política, económica, sociai, cultural, c¡vil y de cualqu¡er otra índole. Entre estos

derechos figuran: el derecho a la vida, a la igualdad, a la lit¡ertad y segur¡dad de la

persona; a igual protección ante la ley, a verse libre de todas las formas de

discriminac¡ón, al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzat, a

condiciones de trabajo justas y favorables, a no ser sometida a tortura, n¡ otrcs tratos o

penas crueles, inhumanos o degradantes, verse libre de todas las formas de

discrim¡nación; al mayor grado de salud física y mental.

4. Convención lnteramericana para Prevenir, Sancjonar y Errad¡car la Violencia Contra

la Mujer o Convención de Belém do Pará. Los estados partes de la presente

convención, reconocen que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha s¡do

consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre

y en la Declarac¡ón Universal de los Derechos Humanos y reaf¡rmado en otros

instrumentos internacionales y reg¡onales; afirmando que la violencia contra la

mujer const¡tuye una violación de los derechos humanos y las libertades
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mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades

fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconoc¡miento, goce y

ejercicio de tales derechos y l¡bertades; preocupados porque la v¡olencia contra

la mujer es una ofensa a la d¡gnidad humana y una manifestación de las relac¡ones de

poder histór¡camente desiguales entre mujeres y hombres.

La Declaración sobre la Erradicac¡ón de la Violencia contra Ia Mujer, adoptada por la

V¡gésimo quinta Asamblea de Delegadas de ia Com¡sión lnteramer¡cana de Mujeres, y

afirmando que la violencia contra la mujer trasc¡ende todos los sectores de la

soc¡edad independientemenle de su clase, raza o grupo étnico, n¡vel de ingresos,

cultura, nivel educacional, edad o rel¡g¡ón y afecta negat¡vamente sus propias

bases.

Convencidos de que la eliminación de la v¡olencia contra la mujer es condición

indispensable para su desarrollo individual y social y su piena e igualitaria

part¡cipación en todas las esferas de v¡da, y convenc¡dos de que la adopción de una

convención para preven¡r, sanc¡onar y erradicar toda forma de violencia contra la

mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, const¡tuye

una pos¡tiva contribución para proteger los derechos de Ia mujer y elim¡nar las

situac¡ones de violenc¡a que puedan afectarlas.
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Para los efectos de esta Convención debe entenderse por v¡olencia contra la mu.ier

cualquier acc¡ón o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o

sufrimiento físico, sexual o psicológ¡co a la mujer, tanto en el ámbito públ¡co comc en

el privado.

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violenc¡a fís¡ca, sexual y

ps¡cológica:

a. Que tenga lugar dentro de la fam¡lia o unidad domést¡ca o en cualqu¡er otra relación

interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compafido el mismo dom¡c¡lio

que la mujer, y que comprende, entre otros, v¡olación, maltrato y abuso sexual;

b. Que tenga lugar en la comun¡dad y sea perpetrada por cualquier persona y que

comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas,

prostituc¡ón fozada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, asícomoen

¡nstituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c. Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que

ocurra.

5. Declarac¡ón y Plataforma de Acción de la Conferencia l\¡und¡al de la Mujer, Beüing,

'1,995. La cual establece que la eliminación de la v¡olenc¡a en contra de las mujeres, es

esencial para la igualdad y para la paz mundial.
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2.3. Procedim¡ento de aprobación y ratif¡cación de los conven¡os y tratados en

Guatemala

La Constituc¡ón Política de la República de Guatemala, otorga al Organ¡smo Ejecutivo,

a través del Presidente de la República, la función de ratificar los tratados

internacionales. Queda en manos de dicho func¡onario, además, el dirigir la política

exterior y las relaciones internacionales, en virtud de su calidad de Jefe de Estado de

Guatemala. (Artículos 182 y '183 l¡teral o) de la Constitución Política de la República ).

Ciertos tipos de tratados requieren la aprobación del Congreso de la República,

previamenle a su ratificación. El Congreso debe aprobar los tratados, convenios o

cualqu¡er arreglo internacional, cuando:

a. Afecten las leyes v¡gentes para las cuales la Constitución Polít¡ca requiere la

misma mayoría de votos;

b. Afecten el dominio de la nación, establezcan la unión económica o política

Centroamérica, o establezcan organismos o mecan¡smos dentro de

ordenamiento juríd¡co comun¡tario;

Obliguen financieramente al Estado, en proporción que exceda al uno por ciento

del Presupuesto de lngresos Ordinarios, o cuando el monto sea determinado;

Const¡tuyan compromiso para someter cualquier asunto a decisión judicial o

arbitrajes ¡nternacionales;

de

un

c.

d.
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e. Contengan cláusula general de arbitraje o de sometimiento a jur¡sdicción

internac¡onal. (Artículo 17'l literal n) de la Const¡tución Política de la República de

Guatemala.)

Se requ¡ere el voto de las dos terceras partes de los d¡putados cuando el tratado se

refiere a asunlos mil¡tares o de defensa nacional. (Artícuio 172) de la Constitución

Polít¡ca de la República de Guatemala.)

La aprobación por el Congreso de la República no significa la integración del tratado al

odenamiento jurídico nacional, solamente es un paso prev¡o al nacimiento del

compromiso internacional.

La obl¡gac¡ón o compromiso se consolida con la rat¡f¡cac¡ón por parte del Pres¡dente de

la República, pero surte sus efectos jurídicos a partir del documento legal de depósito o

adhesión ante el órgano ¡nternacional competente. "La Corte de Constitucionalidad

puede intervenir a solicitud de cualquiera de los Organismos del Estado, para emitir

op¡nión sobre la constitucionalidad de los tratados y conven¡os (Artículo 272 literal e) de

la Constitución Política de la República de Guatemala)".3

Es definit¡vo que un tratado deba interpretarse de buena fe conforme al sentido

corriente que haya de atribu¡rse a los términos que quiera concluir, obviamente con el

objetivo y fin de mejoramiento; y destacar que los tratados deben de ser interpretados y

r Cáceres Rodríguez, Luis Ernesto. Estado de derecho y derechos humanos. Pág. 135



cumpl¡dos de buena fe, puesto que por su prop¡a naturaleza, son transacc¡ones de

buena fe, estableciendo con esto que los tratados representan la d¡nám¡ca de la

comercialización de los paises. En cada tratado se establecen contratos o acuerdos de

buena fe, que no sólo obligan a lo expresamente acordado en ellos, sino también a

todo lo que se desprende de los princ¡pios de justicia, equ¡dad y buena fe.

Los mismos se celebran para ser ejecutados y su ejecución requiere su apl¡cac¡ón por

los tribunales nac¡onales, sobre todo cuando se estipulan derechos y obligac¡ones para

los individuos.

Es importante determinar que los tratados son ¡nstrumentos mediante los cuales se

crean obligaciones juridicas y derechos concretos entre los mismos Estados partes.

Los efectos de los tratados consisten en establecer una pauta de conducta obl¡gator¡a

para los Eslados s¡gnatarios.

Como se establece en el Decreto número 114-97 del Congreso de la República de

Guatemala, Ley del Organismo Elecutivo, en su Artículo 38: "Al l\i]¡nister¡o de

Relaciones Exteriores le corresponde la formu¡ación de las polít¡cas y la apl¡cación del

régimen jurídico relativo a las relaciones del Estado de Guatemala con otros Estados y

personas o instituc¡ones jurídicas de derecho ¡nternac¡onal; ... los tratados y conven¡os

internacionales y los asuntos d¡plomáticos y consulares; ..." Entre sus funciones está la

de coordinar, analizat, apoyar y dar segu¡miento a la negociación de convenios

comerciales, de inversiones; de préstamos; de turismo, med¡o ambiente, de transporte;
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de comunicaciones; de ciencia y tecnologia; de integrac¡ón económica; de trabajo; de

integrac¡ón de bloques extra regionales; de energía; de propiedad industrial e

intelectual y cooperación ¡nternacional técnica y financiera; de educación y

capacitación, y otros relacionados.

Cuando del análisis de los respectivos convenios se resuelve su aprobac¡ón y

ratificación, el l\¡inisterio de Relaciones Exteriores emite un dictamen en el cual se

calculan adecuada y favorablemente todos los aspectos o factores que necesitan los

conven¡os para poder ser parte del ordenamiento de Guatemala, dicho dictamen va

dirigido al Organ¡smo Ejecut¡vo a efecto de realizar la in¡ciativa de ley correspondiente.
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CAPíTULO III

3. lnst¡tuciones, sujetos del sector justicia en

conten¡dos en la ley contra el femicid¡o y otras

mu¡er

el proceso penal de delitos

formas de violencia contra la

Ex¡sten diversas inst¡tuciones encargadas de la aplicac¡ón de la "Ley Contra el

Femicidio y otras formas de V¡olenc¡a Contra la l\ilujer", entre las más ¡mportantes

tenemos:

a) Organismo Judicial.

b) Ministerio Público.

c) Pol¡cía Nac¡onal Civil.

d) lnstituto de la Defensa Pública Penal.

e) lnst¡tuto Nacional de Ciencia Forenses.

f) Coordinadora Nac¡onal para la Prevenc¡ón de la V¡olencia lntrafam¡liar y en Contra de

la Mujer.

3.1. Organ¡smo Jud¡cial

Uno de los tres poderes del Estado en los que el pueblo de Guatemala, delega su

soberanía, sus funciones en el proceso penal están reguladas en la Constitución

Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, la ley del Organ¡smo Jud¡c¡al, Código Procesal

Penal, su func¡ón pr¡ncipal es la de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado, de

conformidad con el Artículo 203 Constitución Política de la República de Guatemala, es



el contralor de la ¡nvestigación y garante del debido proceso, de conform¡dad con las

leyes del país, la garantía pr¡nc¡pal del Organismo Judic¡al es la independenc¡a.

"Actualmente se cuentan con 632 órganos .iurisd¡cc¡onales en todo el país"4 entre

Juzgados de Paz, de Pr¡mera lnstancia, Tribunales de Sentencia, Sala de la Corte de

Apelac¡ones, de todos los ramos.

Funciones de los d¡ferentes órganos jurisdiccionales:

1. Jueces de paz: Los decretos 32-96 y 79-97 han reformado las funciones del juez de

paz. De acuerdo, al Artículo 44, son atribuciones del juez de paz:

a. Juzgar las faltas, los del¡tos contra la seguridad del tráns¡to y aque¡los cuya pena

princ¡pal sea de multa, de acuerdo a los artículos 488 a 491 Código Procesal Penal.

b. En los mun¡cipios en los que no hubiere juez de primera instanc¡a, podrán:

Conocer a prevención de conform¡dad a ¡o dispuesto en el Artículo 304 Cód¡go

Procesal Penal, segundo párrafo. Esta función también la podrán realizar cuando

hub¡ere juez de primera instanc¡a en el mun¡cipio, pero éste no pudiere estar presente.

Practicar las d¡l¡gencias para las cuales fueron com¡s¡onadas por los jueces de pr¡mera

instancia, conforme al Artículo 154 Cód¡go Procesal Penal.

I 
Fuente: centro naconalde anáLis s y documenlación lud ciál. Revista jurídica del Orqan¡smo Judicial 2006, p¿g. 62
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c. Cuando la ley les faculte, podrán autorizar la aplicación del cr¡terio de oportunidad y

rcalizat la concil¡ación conforme a los Artículos 25 y siguientes del Código Procesal

Penal.

d. En el procedimiento común podrán:

Practicar diligencias urgentes conforme al Artículo 318 de! mismo cuerpo legal.

Pract¡car el levantamiento de cadáveres en aquellos municip¡os en los que no hubiere

delegación del M¡nister¡o Públ¡co de acuerdo a lo previsto en el Artículo 195 del mismo

cuerpo legal.

Autorizar al M¡n¡sterio Público a realizar aquellas d¡ligencias y medidas de coerción o

cautelares en las que se ex¡ge autor¡zac¡ón judic¡al. As¡mismo podrán asistir a dichas

dil¡genc¡as conforme lo previsto en elArtículo 308 del m¡smo cuerpo legal.

e. Conforme a lo dispuesto por la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala,

podrán oír a los detenidos. Sin embargo, esta facultad se contradice con lo d¡spuesto al

final del Artículo, cuando imposibilita al juez de paz decid¡r sobre la libertad del

individuo o la aplicación de medidas sustitutivas, salvo cuando el delito no tenga

prevista pena pr¡vat¡va de libertad. No tiene ningún sentido que el juez escuche al

deten¡do si poster¡ormente no puede resolver su libertad. Por otra parte es absurdo que

un juez de paz pueda ordenar la libertad cuando el del¡to cometido no tenga previsto

pena de pr¡sión y que no pueda en aquellos casos en los que entienda que no se

cometió del¡to o no hay ¡ndicios suficientes de que esa persona sea la responsable.

F¡nalmente, resulta contradictor¡o que un juez no pueda ev¡tar las consecuencias



ulteriores de un delito de detención ¡legal, al no poder soltar a la persona ¡rregularmente

aprehendida. Todo ello lleva a hacer dudar de la const¡tuc¡onalidad de esta l¡mitac¡ón a

los jueces de paz.

2. Jueces de pr¡mera instanc¡a: lntervienen en el procedimiento preparatorio

contro¡ando el ejercic¡o de la acción, dec¡diendo sobre la aplicac¡ón de med¡das de

coerc¡ón, autorizando diligenc¡as l¡m¡tativas de derechos const¡tuc¡onales, practicando

la prueba anticipada, dec¡diendo sobre la admis¡ón de diligenc¡as propuestas por las

partes y rechazadas por el fiscal y controlando, a requer¡miento de parte, la durac¡ón de

la investigación. Durante el procedimiento intermedio controlan el requerim¡ento del

lvlinisterio Público y tras haber escuchado a las partes dec¡den sobre el m¡smo. Podrán

ordenar, de oflc¡o, la práctica de prueba, asícomo ampliar los hechos de la acusación y

su cal¡f¡cac¡ón juríd¡ca. Son competentes pa¡a conocer el procedimiento abreviado y el

recurso de apelac¡ón en los procesos de faltas.

3. Tr¡bunales de Sentencia: Se const¡tuirán como Tribunales en la localidad o

departamento en el que ocurr¡eron los hechos. Tienen competencia durante la

preparación deljuicio, pudiendo solicitar de oficio nuevas pruebas, así como sobreseer.

Conocerán del juicio oral y tras deliberar, dictarán sentencia.

4. Jueces de ejecución: Tienen a su cargo la ejecuc¡ón de las penas y medidas de

segur¡dad y todo lo que de conform¡dad con el Cód¡go Procesal Penal, se relac¡one con

las m¡smas.
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5. Salas de la Corte de Apelaciones: Conocen los recursos de apelación frente a las

resoluc¡ones de los juzgados de primera instancia y los recursos de apelación especial

frente a resoluciones de los Tr¡bunales de Sentencia o de ejecución que pongan fin a la

acción. Tamb¡én conocen del recurso de queja.

6. Corte Suprema de Justicia: Resuelve los re cursos de casación frente a las

sentencias de la Corte de Apelac¡ones. Asimismo conoce la solic¡tud del procedim¡ento

especial de averiguac¡ón y los procesos de revisión. Decide sobre la ampliación a un

año de la pr¡s¡ón preventiva. F¡naimente tiene asim¡smo las funciones de distribución y

organizac¡ón de los d¡stintos juzgados.

Actuaciones del Organismo Judicial, relativas al Decreto número 22-2008. Dentro de

las actuaciones que el organismo Jud¡c¡al ha llevado a cabo en el marco de la Ley

contra el Femicid¡o y otras formas de Violencia contra Ia lvlujer, se encuentran las

sigu¡entes:

a. Emisión del Acuerdo 23-2008 de la Corte Suprema de Justicia, de fecha veintitrés de

julio de dos mil ocho, por el cual establece la competencia de los tribunales para

conocer, emit¡r medidas de segur¡dad y para conocer casos de violencia contra la mujer

y feticid¡os.

b. Partic¡pación con Fiscales del Ministerio Público y representante de la red de la no

v¡olencia contra la mujer, en el foro "Desafíos de la ley contra el femicidio y otras formar
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de v¡olenc¡a contra la mujel', organ¡zado por la Coordinadora Nacional para la

Prevención de la v¡olencia ¡ntrafam¡liar y contra la mujer CONAPREVI.

c. Ed¡ción de ejemplares de la ley para su divulgación en actividades internas y

externas del Organismo Jud¡c¡al.

d. Capac¡tación a jueces y juezas en violencia intrafamiliar, género y la Ley contra el

Femicidio y Otras Formas de Violencia Contra la Mujer, por la unidad de capacitación

instituc¡ona¡.

e. Asesoría y asistencia a mujeres sobrevivientes de violencia, por la unidad de la mujer

y análisis de Género.

f. Coordinac¡ón con la of¡cina de atención a la víctima del l/inisterio Público, para el

funcionamiento del modelo de atención integral, en los Juzgados de Paz y de Primera

lnstancia de Familia.

3.2. Min¡sterioPúblico

El lvlinisterio Públ¡co es una instituc¡ón aux¡liar de la adm¡nistración pública y de los

tribunales con func¡ones aulónomas, cuyos f¡nes principales son velar por el estricto

cumpl¡miento de las leyes del país.
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Su organizac¡ón y funcionamiento se reg¡rá por su ley orgánica. Es el ente encargado

de la ¡nvestigación y la persecución penal pública.

Para la ¡nvestigación del delito y para el ejercicio de la acc¡ón penal, se le ha encargado

al l\,4in¡sterio Público, la dirección de la Pol¡cía Nac¡onal Civil e incluso las fuerzas

privadas de segur¡dad, cuando ejezan func¡ones, en el caso concreto, de investigac¡ón

del delito. Paralelamente a la facultad de superv¡s¡ón y dirección, se obl¡ga a estas

fuezas de seguridad a informar y cumplir las órdenes de los fiscales, sólo cuando la

Policia está ejerc¡endo funciones de investigación es cuando la subord¡nación al

Minister¡o Público opera y no respecto de otras funciones.

Es importante esle concepto, puesto que la policía tiene una organización

admin¡strativa propia que no puede ser alterada respecto de las otras funciones. La

subordinación de las fuezas de seguridad al Ministerio Público en cuanto a la

¡nvest¡gac¡ón del delito es de suma ¡mportancia en un Estado de derecho. De esta

forma se asegura un control de la pol¡cía, ente que monopol¡za el ejercic¡o de la

violencia legítima, por parte de una autoridad civ¡|, que a su vez sometida al control de

los demás organ¡smos estatales de la Repúbl¡ca.

En su desempeño, no esta subordinado a ninguna autoridad, sus funciones están

delim¡tadas en la Constitución Política de la República de Guatemala y su ley orgánica,

Código Procesal Penal. Es de hacer mención que es una ¡nstituc¡ón objetiva en el

proceso, penal esto quiere decir que puede hacer peticiones al juez, inclusive a favor

del sindicado.
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Las actuac¡ones del l\¡inisterio Público, relativas al Decreto número 22-2008, son

que ha emprend¡do en el marco de la Ley Contra el Fem¡c¡dio y otras formas

V¡olencia contra la Mujer, se enuncian las sigu¡entes:

a. Emisión del Acuerdo número 70-2008 del Fiscal General de la Repúbl¡ca y Jefe del

l,4in¡sterio Público. de fecha tres de julio de dos mil ocho, por medio del cual se

delermina, en tanto se cuenta con el presupuesto necesar¡o para la creación de las

agencias especial¡zadas, la competencia de la f¡scalía de delitos contra la vida en la

cap¡tal y de las f¡scalías distritales y agencias fiscales mun¡c¡pales, para conocer los

feticidios y las tentativas de femicidio, así como la competencia para conocer de los

delitos de violenc¡a contra la mujer y v¡olenc¡a económica, de la fiscalia de sección de la

mujer, en la capital las agenc¡as fiscales de la mujer de las fiscalías distritales de Mixco

y Villa Nueva, de la agencia fiscal de la mujer de la fiscalía distrital de Quetzaltenango y

de las fiscalías distrjtales o agencias f¡scales municipales que corespondan por

competencia territorial, en el resto de municip¡os del país.

b. Emis¡ón de pautas sobre la aplicación de la Ley contra el Femicid¡o y otras formas de

Violencia Contra Ia lvlujer, por la Secretaria de Política Criminal del lvlinisterio Público.

c. Desarrollo del modelo de atención ¡ntegral (primaria: médico legal, atención méd¡ca,

psicológ¡ca y para la emisión de medidas de segur¡dad y derivac¡ón de las usuarias a

los centros de apoyo integral para mujeres sobrevivientes de v¡olenc¡a o la fundación

sobrevivientes, en casos de violencia intrafamiliar y violencia sexual, en coord¡nación

las

de
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con los Juzgados Penales de Paz de turno. El modelo funciona actualmente, solo en la

capital. Se cuenta con la colaboración de los bomberos para asist¡r a las víctimas.

d. Partic¡pación con el organismo Judic¡al y la red de la no violencia contra las mujeres,

en el foro: "Desafios de la Ley Contra el Fem¡c¡dio y Olras Formas de V¡olenc¡a Contra

la l\ilujef', organ¡zado por la Coordinadora Nacional para la Prevenc¡ón de la V¡olenc¡a

lntrafamiliar y contra la mujer.

e. Capacitación de f¡scales y personal de diversas fiscalías, en coord¡nac¡ón con

Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia lntrafamiliar y Contra

lvlujer, durante el año 2008.

f. Ex¡stenc¡a de una red de der¡vación.

la

la

g. Coordinac¡ón de acciones con

Violencia lntrafamiliar y Contra la

entre ellas la preparación para la

violenc¡a contra la mujer.

la Coordinadora Nac¡onal para la Prevención de la

l\ilujer, de la cual el Ministerio Público forma parte,

creac¡ón del s¡stema nacional de información sobre

h. Reuniones de discusión en la Coordinadora Nacional para la Prevención de la

v¡olenc¡a intrafamiliar y contra la mujer, con relac¡ón al conten¡do del protocolo de

Atención a sobrev¡vientes de violencia sexual en el sector salud, en las cuales el

l\,4in¡sterio Público plantea la obligatoriedad de la denunc¡a y la participación de los
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médicos de dicho sector, para Ia recopilación y resguardo de las ev¡denc¡as en tanto se

hace presente el M¡nisterio Públ¡co y el lnstituto Nacional de C¡encias Forenses.

3.3. Policía Nacional Civil

Es una institución armada del Estado encargado de la protección y seguridad de las

personas y sus bienes, la prevención y persecución del delito, entre sus funciones

también ¡nvestiga por ¡nic¡ativa propia o por requerim¡ento del Min¡sterio Público,

hechos delictivos, en el primer caso da cuenta inmediatamente de su investigac¡ón al

Ministerio Público.

En la actualidad, la Policía Nacional Civil está organ¡zada de Ia siguiente forma:

Seguridad pública, Policía comunitar¡a, Oficina de equidad de género, Oficina de

derechos humanos, Oficina de responsab¡lidad profesional y Atención a la víctima.

Dentro de sus actuaciones la Pol¡cía Nacional Civ¡|, relativas al Decreto númerc 22-

2008. El N/lin¡sterio de Gobernación ha llevado a cabo en el marco de la Ley Contra el

Fem¡cidio y Otras formas de V¡olenc¡a Contra la lvlujer, las sigu¡entes:

a. Ha promov¡do un proceso de modernizac¡ón y reestructuración del personal, equipo

logístico y tecnológ¡co con el apoyo de la cooperación española.



b. Se ha ¡ntegrado a cada fiscalía del Ministerio Público más investigadores de la

un¡dad de homicid¡os de mu.ieres.

c. La Escuela de ¡nvestigac¡ón criminal (NASS), ha capacitado al personal de la unidad

de homic¡dios contra mujeres.

d. Se ha incorporado la Ley conlra el Fem¡cid¡o y Otras Formas de Violenc¡a Contra la

Mujer, al pensum de estudios de la academ¡a de la Policía Nac¡onal C¡viL.

e. Personal pol¡cial da apoyo a la fiscalía de la mujer del l\¡in¡sterio Públ¡co.

f. La direcc¡ón de atención a la victima de la Policía Nacional Civ¡|, ofrece ayuda

ps¡cológ¡ca a las denunc¡antes.

g. Se ha mejorado la información de hechos del¡ctivos, a través de la d¡rección de

prevención del delito.

h. Las denuncias hechas por el teléfono 110 son atend¡das ¡nmed¡atamente.

i. Entre 2008 y 2009 fueron capacitados aprox¡madamente 5000 agentes de la Policía

Nacional Civil, por la oficina de alta com¡sionada en derechos humanos de Nac¡ones

Un¡das y por la Coordinadora Nacional para la Prevención de la violencia intrafamiliar y

Contra la l\ilujer.
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j. Se ha sistematizado, analizado y divulgado, las estadíst¡cas de muertes violentas de

mujeres y fet¡c¡dios, por la unidad de feticidios del despacho ministerial.

k. Se ha fortalecido a las ofic¡nas de atención a la victima en Cobán, Sololá,

Chimaltenango, l\¡¡xco, Villa Nueva e lzabal.

l. Se ha participado en el fortalec¡m¡ento de los centro de apoyo integral para mujeres

sobrevivientes de violencia, por medio de partidas presupuestarias del l\il¡nisterio.

3.4. lnstituto de la Defensa Pública Penal

Es el organ¡smo administrador del servicio público de defensa penal, para asistir

gratuitamente a personas de escasos recursos económicos. También tendrá a su cargo

las funciones de gestión, administrac¡ón y control de los abogados en ejercicio

profesional privado cuando realicen func¡ones de defensa pública. Así mismo el

lnstituto de la Defensa Pública Penal, gozaú de autonomía funcional y total

¡ndependencia técnica para el cumplimiento de su función.

La Ley de Servicio Público de Defensa Penal, establece que el IDPP tiene competencia

para:

1. lntervenir en la representac¡ón de las personas de escasos recursos económicos

sometidas a proceso penal, a partir de cualqu¡er s¡ndicación que las señale como
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pos¡bles autores de un hecho punible o de participar en é1, ¡ncluso ante las autoridades

de la persecución penal.

2. Asistir a cualqu¡er persona de escasos recursos que solicite asesoría jurídica cuando

ésta considere que pudiera estar sind¡cada en un procedimiento penal.

3. lntervenir, a través de los defensores de of¡c¡o, cuando Ia persona no tuv¡ere o no

nombrare defensor de conf¡anza, en las formas que establece la ley.

El lnstituto de la Defensa Pública Penal se compone de: Defensores de planta y

Defensores de ofic¡o. Ambos considerados como defensores públicos.

Los defensores de planta son los funcionarios incorporados con carácter exclus¡vo y

permanente en el lnstituto de la Defensa Públ¡ca Penal. Los defensores de oficio son

los abogados en ejerc¡c¡o profesional pr¡vados asignados por el lnst¡tuto de la Defensa

Pública Penal, para brindar el serv¡c¡o de as¡stenc¡a jurídica gratu¡ta. Todos los

abogados colegiados del país forman parte del servicio público de defensa penal.

Actuaciones del lnst¡tuto de la Defensa Públ¡ca Penal, relat¡vas al Decreto 22-2008. En

el marco de la ley ya relac¡onada, las actuac¡ones que ha llevado a cabo el lnstituto de

la Defensa Públ¡ca Penal, se enunc¡an a cont¡nuación:



a. Creac¡ón del proyecto piloto de asistencia legal gratuita a personas víct¡mas de

v¡olencia y temas de familia y su transformac¡ón en un programa que coord¡na

defensores de oficio para la as¡stenc¡a legal en tales casos.

b. Capac¡tac¡ón y sensibilización a coord¡nadores y defensores de oficio en

coordinación con la Coordinadora Nacional para la Prevenc¡ón de la v¡olenc¡a

intrafamiliar y contra la mujer.

c. As¡stenc¡a psicológica inmediata y derivac¡ón de las mujeres a los centro de apoyo

integral para mujeres sobrevivientes de violenc¡a.

d. Atenc¡ón de trabajo social para el segu¡miento y monitoreo de las denuncias.

e. Coordinac¡ón interinstitucional con la Coord¡nadora Nacional para la Prevención de la

Violencia lntrafamiliar y Contra la l\,4ujer y la defensoría de la mujer indígena.

f. Creación del Centro de Atencíón Jurídica de emergencia a través del teléfono 1571.

g. Se ha editado y diseminado la Ley contra el Femic¡dio y Otras Formas de Violencia

contra Ia Mujer, en actividades ¡nternas y externas.
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3.5. El abogado defensor

El defensor es un abogado colegiado activo, que interviene en el proceso para asistir

jurídicamente al imputado. Es un actor del proceso cuya m¡s¡ón se extiende a todos los

¡ntereses del imputado comprometidos por causa de la imputación, sean éstos penales'

civiles o administrativos. Actúa en el proceso aconsejando, as¡stiendo y representando

al sind¡cado.

El abogado no tiene como obligación el esclarecimiento de los hechos perjudiciales a

su patrocinado o la sanción de los culpables. El abogado sólo está obligado a defender

los ¡ntereses de su patrocinado, siempre a través de medios legales. Además, le está

prohibido revelar cualquier tipo de circunstanc¡a adversa a su defendido, en cualquier

forma en que la hubiere conocido.

El código no exige ningún lrámite para la admisión inmed¡ata de un abogado como

defensor en el proceso, bastando la designación que hiciere el s¡ndicado S¡n embargo,

si este se encontrare detenido, cualquier persona puede nombrarle uno, por escrito,

ante la policía o verbalmente ante el Ministerio Público o juez.

Un imputado puede estar asistido s¡multáneamente por uno o dos abogados. En el

caso de que hubiere dos abogados, sólo será necesario citar a uno de ellos. Asimismo,

el defensor podrá nombrar un sustituto, con el consentim¡ento del imputado, para

reemplazarlo en el caso de que no pudiera acud¡r a alguna diligenc¡a. De esta manera,
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hipotéticamente, un imputado puede tener hasta dos abogados t¡tulares con sus dos

sustitutos.

En el caso de que haya pluralidad de imputados, cada uno de ellos tendrá que tener su

propio abogado. Sólo en casos excepc¡onales, cuando sea manif¡esto que no existe

incompat¡bilidad, el juez o tribunal podrán autorizar Ia defensa común. En cualquier

momento, si el tr¡bunal advierte ¡ncompatibilidad, podrá corregirla de oficio, proveyendo

los reemplazos necesarios.

El imputado puede camb¡ar de defensor durante el proced¡miento. As¡mismo salvo en el

debate o la aud¡encia, el defensor puede renunciar al ejerc¡c¡o de la defensa, en cuyo

caso el lvlin¡sterio Públ¡co o tribunal füarán un plazo para que designe sust¡tuto, pasado

el cual procederá a nombrar uno de of¡cio. Hasta que no intervenga el sustituto, el

renunciante no puede abandonar la defensa. ldéntica situación se producirá en los

casos de abandono.

La defensa gratuita corre a cargo del lnstituto de la Defensa Pública Penal, formado por

abogados coleg¡ados activos.

3.6. lnstituto Nac¡onal de C¡encias Forenses

El lnstituto Nacional de Cienc¡as Forenses de Guatemala (lNAClF) surge de la

necesidad de un¡ficar los servicios forenses periciales mediante el desarrollo científ¡co
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del trabajo que realiza como ¡nstitución autónoma, garanlizando la imparcial¡dad y

confabilidad de la invest¡gación técnica científica y contribuyendo a la determinac¡ón de

la prueba c¡entífica.

Esta instituc¡ón fue creado en el año dos m¡l 2006, med¡ante el Decreto número 32-

2006 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, como una ¡nstituc¡ón auxiliar de la

administrac¡ón de just¡c¡a, con autonomía funcional, personalidad juríd¡ca y patr¡monio

propio.

Es una de las instituciones que más colaboran en un proceso penal, sus funciones no

están subordinadas a n¡nguna autoridad, el INACIF tiene como finalidad pr¡ncipal la

prestación del servicio de ¡nvestigacjón c¡entífica de forma independiente, em¡tiendo

d¡ctámenes técnicos c¡ent¡ficos.

Actuac¡ones del lnstituto Nac¡onal de C¡enc¡as Forenses de Guatemala, relativas al

Decreto número 22-2OO8. Ente ¡as actuac¡ones relacionadas con la ley ya relacionada,

llevadas a cabo por el lnst¡tuto Nacional de C¡encias Forenses de Gualemala, se

encuentran:

a. Se cuenta con 26 áreas per¡c¡ales a n¡vel nac¡onal.

b. Se toman evidenc¡as en casos de delitos sexuales.

c. Se reciben capac¡taciones fac¡l¡tadas por expertos de var¡os países entre ellos El

Salvador, Colombia, Nicaragua y Estados Unidos de Norteamérica.

d. Se ha modernizado y comprado equipo.
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e. Asimismo se han publicado guías informat¡vas y se ha d¡vulgado el papel del ¡nstituto

en diversos medios de comunicación social.

3.7. Coordinadora Nac¡onal para la prevenc¡ón de la violencia intrafamiliar y en

contra de la muier (CONAPREVI)

Fue creada el 24 de nov¡embre de 2OOO e ¡nstalada el 4 de enero de 2001. su mandato

se basa en la Convención lnteramericana para Prevenir, Sancionar y Errad¡car la

Violencia Contra las Mujeres- Convención de Belém Do Pará, en el Artículo 13 de la

Ley para Preven¡r, Sanclonar y Erradicar la Violencia lntrafamiliar y en el Articulo 17 de

la Ley Contra el Femicidio y Otras Formas de V¡olenc¡a contra la lvlujer La propia Ley

contra el Femicidio crea ésta entidad afirmando que: Es obligación del Estado

garcnlizar el acceso, la pert¡nencia, la calidad y los recursos financieros, humanos y

materiales, para el funcionamiento de los Centros de Apoyo lntegral para la lvlujer

Sobrev¡viente de Violencia. Será la Coordinadora Nac¡onal para Ia Prevención de la

V¡olenc¡a lntrafamiliar y en Contra de la Mujer (CONAPREVI) quien impulsará su

creac¡ón y dará acompañamiento, asesoría y monitoreo a las organ¡zac¡ones de

mujeres, especializadas, que los admin¡stren.

Por tanto CONAPREVI será el ente coordinador, asesor e impulsor de las políticas

relativas a reducir la violencia intrafamil¡ar y la violencia en contra la mujer.

Corresponde al Estado el fortalecim¡ento e institucional¡zación de las instancias ya

creadas, para el abordaje de la problemática social de violencia contra la mujer, para
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asegurar la sostenib¡l¡dad de las m¡smas entre ellas: CONAPREVI, la defensoría de la

mujer indigena DElVll, la secretar¡a Presidenc¡a de la mujer, SEPREM, así como del

serv¡c¡o de asistenc¡a legal gratu¡ta a víctimas que presta el lnst¡tuto de la Defensa

Pública Penal.

Así m¡smo se garant¡za el fortalecimiento de otras organizac¡ones no gubernamentales

en ¡gual sent¡do. En el marco de la ejecución del Plan Nacional de Prevenc¡ón y

errad¡cac¡ón de la v¡olencia intrafamiliar y contra la mujer, PLANOVI a CONAPREVI y

otras organizac¡ones no gubernamentales, les corresponde el asesoramiento,

seguimiento y mon¡loreo de los procesos de formación y capac¡tac¡ón sobre violencia

contra la mujer y con pertinenc¡a étnica cultural dirigidos a funcionarios y públicos, con

especial énfasis a los operadores de just¡c¡a.

El Estado tiene la obl¡gación de brindar Ia asistenc¡a legal en forma gratuita a la víct¡ma

o a sus familiares, debiendo proporcionarles los serv¡c¡os de una abogada defensora

públ¡ca para garant¡zar el efect¡vo ejercicio de sus derechos.

El lnstituto Nacional de Estadística está obligado a generar, con la información deb¡da

que debe remit¡r a todos los operadores de justida y cualqu¡er otra institución que

conozca de los delitos contemplados en la ley contra el Fem¡c¡dio, indicadores e

informac¡ón estadística, debiendo crear un s¡stema nacional de informac¡ón sobre

v¡olenc¡a contra la mujer.
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La Coordinadora Nacional para la Prevenc¡ón de la V¡olencia lntrafamiliar y en Contra

de la Mujer (CONAPREVI), como ent¡dad del Estado, se integra por el sector públ¡co y

el sector privado, teniendo la cal¡dad de ente asesor e impulsor de las políticas públ¡cas

para erradicar la violencia intrafam¡l¡ar y contra las mujeres. Su mandato establece la

coordinación con las ¡nst¡tuc¡ones públicas y pr¡vadas para atender, prevenir, sancionar

y erradicar estas violenc¡as.

En el presente capítulo se abordo, el s¡stema de just¡cia en la Repúbl¡ca de Guatemala,

m¡smo que esta formado por organismos, entidades descentral¡zadas y autónomas del

Estado, que son descritos en la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala y

en las demás leyes de la nac¡ón que lo permitan, a la cabeza de este s¡stema se

encuentra la Corte Suprema de Just¡c¡a. Actualmente la lnstancia Coordinadora de la

l\ilodernización del Sector Justicia, viene realizándose de acuerdo con las exigenc¡as de

la época, polít¡cas institucionales que buscan una gest¡ón transparente, eficaz, moderna

y sin corrupc¡ón, cuenta con 20 centros en los que se hace énfas¡s en la prevención del

del¡to, con el afán de reducir los índices de crim¡nalidad en todo el país, la lnstancia

Coordinadora de la lvlodernización del Sector Just¡cia, prevé hacer énfas¡s en la

prevención del del¡to, ¡nvolucrando a la soc¡edad civil. La metodología que se ha

¡mplementado hasta el momento consiste en tratar de generar encuentros con grupos

comun¡tarios de dist¡nta índole para hacer llegar a la poblac¡ón ciertas prevenciones

que a veces no conocen, así como ir generando entre ellos la posib¡l¡dad de preven¡r

también los delitos.
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CAPíTULO IV

Juzgados de pr¡mera instanc¡a penal, narcoactiv¡dad y delitos contra el

amb¡ente y los juzgados de primera instancia creados para los delitos que

atentan contra la mujer, estipulados en el cód¡go penal y demás leyes

4.1 Los Juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de Sentenc¡a Penal de

Delitos de Femicid¡o y otras formas de Violencia contra la Mujer

Según el acuerdo número 46-2010 de la CSJ, establece la competenc¡a de estos

órganos jur¡sd¡ccionales;

Artículo 1 de dicho acuerdo. Los juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de

Sentencia Penal de Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia Contra la Mujer de

los departamentos de Guatemala, Quetzaltenango y Ch¡quimula serán competentes

para conocer los casos en los que se dicte auto de procesamiento o auto de apertura a

juicio, según corresponda, a partir del qu¡nce de octubre de dos mil d¡ez.

Las causas en las que se hubiere dictado el auto de procesamiento y el auto de

apertura a ju¡cio con anter¡or¡dad a la fecha ind¡cada, seguirán siendo conoc¡das por los

juzgados y tribunales con competenc¡a en materia penal, narcoact¡vidad y delitos contra

el ambiente que correspondan, conforme a las reglas de competencia territorial y

material previamente establecida.

43



Además según el acuerdo número 12-2012 de la CSJ, desde el año pasado el Juzgado

de Primera lnstanc¡a que funciona en la cap¡tal t¡ene un juez más que conoce casos

femicidio, este.iuez también se le asignó un oficial de categoria tres y un psicólogo.

También se nombra a tres nuevos jueces para el nuevo Tribunal de Sentencia que

func¡onara en la cap¡tal y se autoriza dotarlos del personal necesario para su

funcionam¡ento.

En la capital fue creada la Corte de Apelaciones del Ramo Penal de del¡tos

femicid¡o,.iudicatura que conocerá en segunda instancia los procesos tramitados en

juzgados y tribunales del departamento de Guatemala.

En los departamentos de Huehuetenango y Alta Verapaz, crearon el Juzgado de

Primera lnstanc¡a y Tribunal de Sentenc¡a de delitos de Femicidio. Las apelaciones y

recursos a casos ventilados en estas instancias los conocerá la Sala Reg¡onal l\il¡xta de

Apelaciones de Huehuetenango.

La CSJ expl¡ca que en los departamentos y mun¡cip¡os donde no existe juzgado y

tr¡bunal para conocer del¡tos de femicidio y otras formas de violencia contra la mujer, el

Juzgado de Pr¡mera lnstancia Penal y Delitos contra el Amb¡ente conocerá ¡os casos y

eljuez debe aplicar la Ley contra el Femic¡dio.
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4.2. Jurisdicc¡ón y competencia

Hablar de jurisdicción es hablar de la func¡ón judicial, por excelencia, pero, además es

una facultad de El Estado. Poreso, debe dec¡rse, que la jur¡sdicción no es exclusiva de

la Corte Suprema de Justicia y Organismo Judicial, sino que existen otras clases de

jurisdicción, como por ejemplo, la jurisdicción privat¡va, la jur¡sdicción admin¡strativa, la

jurisdicción militar, etc.

La jurisdicción, es una facultad que otorga El Estado, para su ejerc¡c¡o. "La func¡ón

jur¡sdicc¡onal se traduce en la potestad conferida a los órganos encargados de

administrar justicia, para ello, en el rég¡men de separación de poderes, dicha funciÓn

corresponde al poder judic¡a1".5

La jurisdicción, aparece a partir del surg¡m¡ento de El Estado mismo y que ha tenido

como consecuenc¡a, uno de los factores, que es la separación de poderes. Al

respecto de la jurisdicción, el artículo 203 de la Const¡tución Polít¡ca de la República de

Guatemala, establece que "la función jurisdiccional se ejerce con exclusiv¡dad absoluta

por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tr¡bunales que la establezca.

Ninguna autoridad podrá interven¡r en la adm¡nistmción de justicia". Y para ello,

también se establecen las garantías que contr¡buyen a la aplicación plena y efectiva de

dichos postulados, que rad¡can en la ¡ndependenc¡a funcional de que es acreedor el

Organismo Judicial.

'ABuIrcG.)do).Mdiú. 
Derecho proce\álc¡v¡l de Luar€mala. fdg l-)J
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El vocablo jur¡sdicción deviene de Ia locuc¡ón latina jurisdictio, se lraduce por decir o

declarar el derecho. Sin embargo, es conven¡ente advert¡r que en las pr¡meras épocas

de la human¡dad, la tutela de los derechos ind¡viduales, estaban a cargo del propio

individuo, quien reivindicaba sus derechos por mano propia, a lo que se denominó

defensa privada. Esta tutela, pasa a ser ejercitada por un tercero en su carácter de

árb¡tro, primero, y luego como juez decide los conflictos que se susc¡tan, momento que

señala, aunque en forma embr¡onaria la génesis del Estado y por ende de la

jurisd¡cción. En adelante, la tutela de los derechos ¡ndividuales, queda a cargo del

órgano público, no obstante, la existencia de jueces que por delegación de las

personas nombradas, ejerc¡tan tal potestad. Pero aún se está frente a un poder

despótico, lo que perf¡la la estructura del Estado moderno que ejercita entre otras, la

func¡ón jurisdiccional, con el advenimiento del mismo y con la consagración de la

separación de poderes, surge la noc¡ón de la función jurisdicc¡onal, que se contrapone

a las otras funciones estatales leg¡slativa y admin¡strativa, adqu¡riendo caracteres

propios, independientes y autónomos.

El Artículo 57 de la Ley del Organismo Judicial, indica: "Just¡cia. La just¡cia se imparte

de conformidad con la Const¡tución Política de la República, y demás leyes que

integran el ordenam¡ento juríd¡co del país. La función jurisdiccional se ejerce con

exclusividad absoluta por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tr¡bunales

establecidos por la ley a los cuales les corresponde la potestad de juzgar y promover Ia

ejecuc¡ón de lo juzgado. La justicia es gratu¡ta e igual para todos. Ninguna autoridad

podrá intervenir ni ¡nterferir en la administrac¡ón de justicia. Los órganos del Estado, sus

dependenc¡as y ent¡dades autónomas y descentral¡zadas deberán prestar a los



tr¡bunales el aux¡l¡o que requieran para el cumplimiento de sus resoluciones. lgual

obligación tienen los particulares".

4.3. D¡vis¡ón de la jurisdicc¡ón

Dentro del orden procesal, se encuentran una serie de clasif¡caciones doctr¡narias,

respecto a la div¡sión de la jurisdicción. El autor, tomará en consideración para formar

la presente clasificación o división de la jurisd¡cción, lo que para el efecto establece el

artículo 58 de la Ley del Organismo Jud¡c¡al, que d¡ce:

"Jurisdicción. La jurisdicc¡ón es única. Para su ejercicio se distr¡buye en los sigu¡entes

órganos:

a) Corte Suprema de Justicia.

b) Corte de Apelac¡ones.

c) l\.4ag¡stratura Coordinadora de la Jurisdicción de Menores y de los Tribunales de

lvlenores. En este aspecto, conviene establecer la modif¡cación que sufr¡era con

la creac¡ón y v¡genc¡a de la Ley de la Niñez y la Adolescenc¡a y los Adolescentes

que se encuentran en confl¡cto con la ley penal.

d) Tr¡bunal de lo contencioso administrativo.

e) Tribunal de segunda instancia de cuentas.

f) Tr¡bunalesm¡l¡tares.

g) Juzgados de Primera lnstanc¡a.
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h) Juzgados de lvlenores. Que como se menc¡onó anteriormente, han cambiado de

denominación conforme la creación de una nueva ley que regula los derechos de

los menores.

i) Juzgados de Paz o l\¡enores. También en este aspecto, conviene establecer que

se han creado a través de Acuerdos de la Corte Suprema de Just¡c¡a, los

Juzgados de Paz Móviles.

j) Los juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de Sentenc¡a Penal de

Del¡tos de Femicidio y otras formas de Violencia Contra la Mujer.

k) Los demás que establece la ley.

4.4. Jurisdicción ordinaria

Es la aplicable para todos aquellos asuntos, que no indican tramitación especial en la

ley y que por ello así la denomina la ley, sucede por ejemplo, en el caso de los asuntos

civiles, los cuales ejercen una jurisdicción ordinaria con relación al Código Civil y

Procesal Civil y Mercantil.

4.5. Jurisd¡cc¡ón privativa

Es la que se sustrae a las relac¡ones juridicas que poseen caracteristicas propias o

part¡culares, en función de los sujetos del objeto y del título. En mater¡a de jur¡sdicción

privat¡va, se pueden citar las s¡gu¡entes inslituciones y organismos:

. La Corte de Constitucionalidad.
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. Los Tribunales de Amparo.

. Los Tribunales de Exhib¡ción Personal.

. ElTribunalde Confl¡ctos de Jurisdicc¡ón.

. ElTribunal De Lo Contencioso Administrativo.

. Los Tribunales de Trabajo y Prev¡sión Soc¡al.

. Los Tr¡bunales de Familia.

. Los Tr¡bunales de Cuentas.

. Los Tribunales de Menores.

. Los juzgados de Primera lFstanc¡a Penal y Tribunales de Sentenc¡a Penal de

Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia Contra la Mujer.

Para ampliar mas el tema relativo a la jurisdicción especif¡caremos que el Poder de la

Jur¡sd¡cción. El Doctor Aguirre Godoy, ind¡ca que con esta denominación, tratan "los

procesalitas modernos, lo que trad¡cionalmente se ha designado como elementos de la

jur¡sdicción para expresar con ellos, las facultades y potestades con que los Jueces son

¡nvest¡dos para el ejercicio de su función. Los elementos son los s¡guientes:

Not¡o: Se define como el poder de conocimiento del Juez, a fin de reunir los

elementos necesarios para el actuar de la ley.

Vocatio: Es el poder que tienen los Jueces de obl¡gar a las pades a comparecer a

juicio y de no ser pos¡ble, se continúa elju¡c¡o en rebeldía.
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lmperium: Es el poder de los jueces de hacer cumpl¡r sus propias dec¡s¡ones, sean

éstas de mero trám¡te o de fondo, ya sea que hayan sido d¡ctadas en la fase de

conocimiento o en el cumplimiento de la sentencia, no d¡fiere en los procesos por la

indole de éstos.

ludicium: Es el poder de resolver o decidir que tienen los iueces y que comprende

una verdadera jerarquía de resoluc¡ones, que van desde el agréguense de un

oficio, hasta eljuicio lóg¡co y complejo de una sentencia.

Execut¡o: Se define como el poder de ejecutar lo acordado directamente por el Juez

4.6, La competencia

Al deteÍminar que es la jur¡sd¡cción, como lo dice el Doctor Aguirre Godoy, la

competencia viene a ser el límite de la jurisdicción. Alsina, citado por el Doctor Aguirre

Godoy, dice que "la facultad y el deber de un órgano para conocer de determ¡nado

negocio o como la aptitud de un Juez, para ejercer jurisdicc¡ón en un determinado

caso".6

4.7. División de la competenc¡a

Alsina, sostiene que "la multiplicidad de cuestiones y conflictos de orden juridico,

determina que cada vez, resulte mayor la neces¡dad de establecer una divis¡ón en la

6 Aguinc Godoy, Mario. Ob. Cit. Pag. 89
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tarea jud¡c¡al. Ante este cúmulo de conflictos jurídicos, el Estado se ha visto en la

neces¡dad de estructurar y planificar la función jur¡sdicc¡onal sobre la base de una

distribución de los distintos órganos, ya que resulta casi impos¡ble concebir que la

func¡ón jur¡sd¡ccional se encuentra concentrada en un solo órgano investido de la

facultad de admin¡strar justicia".T

De acuerdo a lo anterior, puede establecerse que en cuanto a la div¡sión de la

competencia, se describe de la siguiente manera:

1. Competencia por razón del territor¡o:

Aguirre Godoy, indica que "Es la más ostensible, pues por la razón de la extensión

territorial de los Estados, resulta más cómoda la administrac¡ón de justic¡a, dividiendo el

territorio estatal en jurisd¡cciones que por lo general coinciden con las d¡v¡s¡ones

político-administrativas".s

2. Competencia por razón de la materia:

Para efectuar esta d¡v¡s¡ón, responde a aspectos relac¡onados con los confl¡ctos, litig¡os

que surgen en la vida cotidiana que generan como consecuencia diferentes categorias

o más bien d¡cho, especialidades, como en el caso de los aspectos penales, civiles,

laborales, de familia, etc., ello motivó a que se nombraran jueces con competencia

? 
Citado por el Doctor Aguir.c Godoy. Mario. Ob. Cil. Pas. 98

¡ Aguime Godoy. Mario. Ob. C¡t. Pag. 87
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territorial pero con d¡st¡nta competencia pot razón de la materia de acuerdo al litig¡o

Presentado.

3. Competenc¡a por razón de grado:

Or¡ginalmente tuvo su fundamento en lo político, pero en las legislaciones modernas, se

genera en factib¡l¡dad humana, cons¡derándose que la resoluc¡ón de los distintos

procesos por tribunales de diferente grado de conocimiento, evita la posibilidad del

error y a la vez asegura una mejor justicia. La Ley del Organismo Jud¡c¡al, establece

diferentes jerarquías para el conocimiento de los asuntos, así es que existen jueces

menores y jueces con mayor jerarquia, que comprenden a los Jueces de Paz, Jueces

de Paz l\,4óviles, Jueces de Primera lnstancia, Jueces l\¡agistrados de las Salas de

Apelaciones, Magistrados.

4. Competencia por razón de la cuantía:

Esta competencia se encuentra determinada por el monto a que asciende la demanda

que se plantee. Por ello, el Doctor Aguirre Godoy, señala a este aspecto que "la

¡mportanc¡a económ¡ca de los litigios determina mayores formalidades procesales, para

unos juicios y conoc¡miento d¡versos, en cuanto a los tribunales jerárquicos. Esta

necesidad motiva esta clase de competencia".e

'Asuir¡e Godoy, Mario. Ob. Cit. Pás.9?
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4.8. Princ¡pios generales de la competencia

Entre ellos, se citan los siguientes:

Por regla general, las normas relativas a la competenc¡a son de orden público, y su

aplicación no puede ser apartada por voluntad de los interesados.

El Tribunal o el l¡tigante que haya reconoc¡do la competencia de un juez o tribunal, no

puede promover cuestión alguna, relativa a la misma, que la contradiga.

Las cuestiones de un Juez declarado incompetente, son nulas de pleno derecho, o lo

que es igual, no es necesaria una sentenc¡a que declare su nul¡dad, por lo que puede

af¡rmarse que son inexistentes, pero siempre que el Juez haya sido declarado

incompetente.

La competencia es uno de los presupuestos procesales sin los que el proceso que se

lleve a cabo no es válido.

La incompetencia de un tr¡bunal no puede ser atacada por medio de un amparo directo,

sino tan solo ¡mpugnarse la resolución ¡nferior relativa a la propia competenc¡a.
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4.9. Marco jurídico en que se crearon los juzgados de primera ¡nstancia penal,

narcoactiv¡dad y delitos contra el ambiente

Al analizar los antecedentes histór¡cos del surg¡miento de los Juzgados de Primera

lnstancia de Narcoact¡vidad y los Juzgados de Primera lnstancia de Delitos Contra el

Amb¡ente, viene a la memor¡a el sistema procesal penal imperante en el país, antes del

año de mil novecientos noventa y cuatro, que se encontraba caracterizado por el hecho

de que el juez era el que investigaba los delitos, y dictaba la sentencia sobre la base de

un exped¡ente, sin enlrevistarse con el procesado. Los juicios por lo tanto, eran largos

y no se referían precisamente a un juicio, sino al manejo de un expediente, al que se le

denominó proceso penal.

Esto tenía serias confrontaciones entre la actuac¡ón del Estado frente a la comunidad

internacional, puesto que era evidente que el cúmulo de normas que contenían los

instrumentos juridicos internacionales, en materia de Derechos Humanos, repercut¡eron

indiscutiblemente en querer o teneÍ la voluntad de mejorar de acuerdo a lo que la

Const¡tución Política de la República de 1986 ¡ndicaba con relac¡ón a los derechos de

los ciudadanos, cuando se encontraban somet¡dos a un proceso penal, que tuvo que

empezat a hacer estudios y contar con el apoyo de personas espec¡al¡zadas en el

orden penal, tanto nacionales como el L¡cenc¡ado Barrientos Pellicer, e ¡nternac¡onales,

como los tratad¡stas Binder y Mier, que fueron unos de los que ¡nterv¡n¡eron en la

conformación del actual Códi9o Procesal Penal.
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Entonces, el I de jul¡o de 1994, entra en v¡gencia el Código Procesal Penal, que creaba

quizá abruptamente los Juzgados de Pr¡mera lnstancia de Narcoactividad y los

Juzgados de Primera lnstancia de Del¡tos Contra el Amb¡ente, porque anter¡ormente

solo se denominan Juzgados de Primera lnstancia Penal.

El Artículo 37 del Código Procesal Penal, expresa: "Jur¡sdicción penal. Corresponde a

la jurisdicción penal, el conocimiento de los delitos y las faltas. Los tribuna¡es tienen la

potestad públ¡ca, con exclusividad, para conocer los procesos penales, decid¡rlos y

ejecutar sus resoluc¡ones".

El Artículo 40 del mismo cuerpo legal, respecto a la competencia, establece: "La

competenc¡a penal es impronogable. La competencia territorial de un tr¡bunal no podrá

ser objetada ni modificada de oflcio, una vez in¡ciado el debate, se exceptúan aquellos

casos reglados por una dispos¡ción const¡tucional, que distribuye la competenc¡a entre

dist¡ntos tribunales. En la sentencia, el Tribunal con competencia para juzgar hechos

punibles más graves, no puede declararse incompetente porque la causa pertenezca a

un Tribunal con competencia para juzgar hechos punibles mas leves".

El Artículo 43 del mismo cuerpo legal, respecto a la competenc¡a, designa a los

sigu¡entes órganos judiciales:

1. Jueces de Paz Penal y los Jueces de Paz de Sentenc¡a Penal, quienes conocerán

del proceso conforme lo establece el presente codigo y los Jueces de Paz Móvi¡, a
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quienes la Corte Suprema de Just¡cia, les asignará la competencia conforme lo

establece en los incisos c), d) y h) delArtículo 44 de este cód¡go.

2. Los Jueces de Narcoactiv¡dad

3. Los Jueces de Del¡tos Contra elAmbiente

4. Los Jueces de Primera lnstanc¡a

5. Los Tribunales de Sentencia

6. Las Salas de la Corte de Apelaciones

7. La Corte Suprema de Just¡cia y

8. Los Jueces de Ejecución

Como se observa en las normas anteriores, es ev¡dente que e! Código Procesal Penal

ha establecido una distinc¡ón entre los Jueces de Primera lnstancia Penal, los Jueces

de Pr¡mera lnstancia de Narcoactividad y los Jueces de Primera lnstancia de los Del¡tos

Contra el Amb¡ente y de tal manera se sobre ent¡ende sobre los juzgados de Primera

lnstancia Penal y Tribunales de Sentencia Penal de Delitos de Femicidio y otras formas

de Violencia Contra la Mujer.

4.10. Funciones actuales

El Artículo 45 del Código Procesal Penal, indica: "Jueces de narcoactividad y jueces de

delitos contra el amb¡ente. Los jueces de narcoactividad conocerán específicamente

de los delitos relacionados con el tráfico, tenencia, producción y procesam¡ento de

drogas, fármacos, o estupefacientes y delitos conexos".
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Es con el acuerdo número 1-2010 de la Corte Suprema de Just¡cia que se crean los

Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a Penal y Tribunales de Sentencia de Delitos de

Femic¡dio y otras formas de V¡olenc¡a contra la lvlujer en Guatemala, Ch¡quimula y

Quetzaltenango.

Como se podrá notar, ex¡ste una grave violación al derecho y acceso de justicia en el

caso de los delitos de Femicid¡o y otras formas de Violenc¡a contra la Mujer, puesto que

las autoridades de la corte Suprema de Justicia, no cuentan con Tribunales y Juzgados

de Primera lnstancia, especializados en toda la república.

De conformidad con lo que ind¡ca el acuerdo antes ¡ndicado, es ev¡dente que deben

existir:

Juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de Sentencia de Delitos

Femicid¡o y otras formas de Violencia contra Ia Mujer.

Esto significa que como se encuentra en la actualidad, los Jueces de Pr¡mera lnstancia

Penal, tamb¡én son Jueces de Primera lnstancia de Narcoactividad, tamb¡én lo son

Jueces de Primera lnstancia de Del¡tos Contra el Amb¡ente y lambién son Jueces

Primera lnstancia de Delitos de Femicid¡o y otras formas de V¡olencia contra Ia [,4ujer, lo

cual claramente violenta las normas señaladas.
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4.1'l. Femicidio

Es la muerte violenta de una mujer, ocasionada en contexto de las relaciones

desiguales de poder entre hombres y mujeres, en ejercicio del poder de género en

contra de las mujeres.ro

Según la Ley contra el fem¡cidio y otras formas de violencia contra la mujer en el

Artículo tres, inciso e), señala en cuanto al femicidio: l\¡uerte violenta de una mujer,

ocasionada en el contexto de las relaciones des¡guales de poder entre hombres y

mujeres, en ejercicio del poder de género en contra de las mujeres.

Las agres¡ones contra la mujer quedan en la mayoría de los casos en la impun¡dad,

porque las ¡nstituciones encargadas de aplicar la justicia no ¡nvest¡gan los casos, ni

procesan ni sancionan a los autores de estos hechos violentos y por la falta de

protección que debe brindar el Estado, todos los días se incrementan las agresiones a

las mujeres.

A ese respecto, la ausencia de un estado de derecho contribuye a un cuadro incesante

de actos violentos en contra de la mujer, entre ellos: el acoso sexual, la violencia

¡ntrafam¡liar, la violación sexual, la explotac¡ón sexua¡ comerc¡al, la trata de personas y

el ases¡nato.

L0 Pacheco, Bertha Estudio prel¡m¡nar sobre el perfil de la víct¡ma de ases¡nato y un acercam¡ento
al pef¡l del agresor dentro del marco de la v¡olenc¡a en contra de las ñujeres, pá9.14.



En los últimos años las c¡fras son alarmantes en los diferentes t¡pos de violencia contra

las mujeres, pero el que mayor impacto está teniendo el asesinato sistemát¡co de

mujeres de forma brutal, que solo en los primeros meses del año 2009 suman un total

de 150 mujeres asesinadas de diferente forma.

La mayoría de estos casos que se encuentran en fase de investigación en algunos se

ha logrado establecer o ¡ndividualizar al o los responsables a pesar del temor ex¡stente

a nivel de los familiares o testigos, lo cual se conv¡erte en un obstáculo para poder

alcanzar la justicia.rl

Son las mujeres niñas y adolescentes, los grupos más vulnerables y mayormente

afectados por la v¡olencia que ¡mpera en nuestra Guatemala. En los casos de

asesinatos contra la mujer, las hüas y los hijos son los más afectados, ya que en la

mayoría de casos ellos han presenciado cómo le quitan la vida a su madre de forma

violenta e ¡ncluso intentaron defenderla.

En ese ¡ntento de defenderla, muchos y muchas han perdido la v¡da, otros /otras, han

quedado con les¡ones físicas que han marcado su dinámica de vida. Guatemala ocupa

uno de los lugares más altos del mundo en lo que se refiere al asesinato y otros aclos

de violencia contra las mujeres. La violencia ejercida contra la mujer en una sociedad

discriminatoria, racista y patr¡arcal como la guatemalteca se refleja en las formas de

11 Pacheco, Bertha. Ob. C¡t. Págs. I y 10.
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comunicación con la que muchos se dirigen a las mujeres en cualqu¡er ámbito y

extracto soc¡al.

Es una problemát¡ca que se ha ¡do ¡ncrementando en los últimos año s de manera que

se da una s¡stemát¡ca violación de los derechos humanos de la mujeres, con ser¡as

repercus¡ones no solo en la salud integral de las mujeres sino en la economía familiar,

en el ámbito del trabajo, en Io soc¡al, etc., impactando en forma negativa el desarrollo y

crecimiento humano de las mujeres.

Las d¡ferenc¡as de género soc¡almente constru¡das e impuestas han establec¡do una

relación de poder del hombre sobre la mujer, que trasc¡ende las d¡ferencias de edad,

¡dentidad étn¡ca. rel¡giosa. ideológica y económica.
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CAPITULO V

5. La intervenc¡ón de los jueces penales en los delitos de fem¡cidio y otras formas

de violenc¡a contra la mujer

5.1. Análisis juríd¡co

En cumplim¡ento a lo establec¡do en la Constitución Política de la República y en los

conven¡os y tratados internacionales sobre derechos humanos aceptados y ratificados

por el Estado, éste es sol¡dariamente responsable por la acc¡ón u omisión en que

¡ncurran los funcionarios públicos que obstaculicen, retarden o n¡eguen el cumplim¡ento

de las sanciones prev¡stas en la Ley Contra el Femicidio, pudiendo ejercer contra éstos

la acción de repet¡c¡ón si resultare condena favorable a la victima, sin perjuicio de las

responsabilidades administrativas o civ¡les que pudieran entablarse en su contra.

Es obligación del Estado garantizar a la mujer vÍct¡ma de acción criminal:

a) Acceso a la información y

b)Asistenc¡a integral

Los funcionarios que sin causa just¡ficada n¡eguen o retarden la entrega de información

o la as¡stenc¡a integral en perjuicio del proceso o de la víctima se harán acreedores a

medidas y sanciones labores y admin¡strativas, s¡n perjuicio de responsab¡lidades

civiles o penales según el caso.
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Para el cumplimiento de los objet¡vos de Ia ley contra el femicidio, el Ministerio Públ¡co

está obligado a crear la fiscalía de delitos contra la vida e ¡ntegridad física de la mujer,

la cual deberá estar especializada en la investigación de éstos delitos y a la que se le

deberá dotar de los recursos presupuestarios, fisicos, mater¡ales, c¡entíficos y humanos

que le permitan desarrollar su labor. De igual forma la Corte Suprema de Justic¡a debe

implementar órganos jurisdicc¡onales especial¡zados que deben conocer de los delitos

de la ley contra el fem¡c¡dio. lnterpreto este mandato legal en cuanto a crear tribunales

especiales que atiendan la conducta contra el feticidio, ya que la ¡nvestigación se

encuentra en exclusividad y en actividad autónoma en el lvlinisterio Públ¡co, para d¡cho

efecto, las ent¡dades mencionadas tienen e! plazo de 12 meses para cumplir con el

mandato legal establec¡do en la ley contra elfemicidio.

5.2. Pr¡nc¡pio de especialidad

Este princip¡o surge por la justicia especializada que es un derecho propio de este

proceso, este nace del Artículo 5.5 de la Convención América sobre los Derechos

Humanos.

Y lo exige la Convención sobre los Derechos del Niño en su Artículo 40.3. Es

ind¡spensable que todas las personas encargadas de administrar la justicia para

adolescente, tengan aunque sea una formación mínima en ramas como la Sociología,

Derecho, Ps¡cología, Criminología y C¡encias del Comportam¡ento. Lo plasma el

Artículo 144 del Decreto número 27-2003. Esta especialización es seña¡ada en las
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Reglas Mínimas de la Naciones Unidas para la Adm¡nistración de la Just¡cia de

lvlenores, expresando que, los operadores del sistema de justic¡a penal juvenil deben

conocer las características particulares de la delincuenc¡a juvenil.

Todo lo anter¡or, se traduce no sólo en la exigenc¡a de jueces especializados, sino

además que todo el personal encargado de adm¡nistrar la justicia pero ahora ya sobre

el tema que se invest¡ga la especialización de Los juzgados de Primera lnstancia Penal

y Tribunales de Sentencia Penal de Delitos de Femicid¡o y otras formas de Violencia Contra

la N,4ujer, y así responder a las características de los de los delitos de la ley de femicidio

y otras formas de violenc¡a contra la mujer. Estas exigencias conducen a la necesidad

de espec¡alización no solo de los órganos jurisdiccionales sino que tamb¡én de los

miembros del lvlinister¡o Público. de la Procuraduría General de la Nación, de la Policia

Nacional Civ¡l y de la Defensa Pública Penal, capac¡tando también al personal

adm¡nistrat¡vo subalterno.

5.3. La creac¡ón de Juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de

Sentenc¡a de Delitos de Femic¡d¡o y otras formas de Violencia contra la

Mujer

Según el Acuerdo número 1-2010 de la Corte Suprema de Justicia crea los Juzgados

de Primera lnstancia Penal y Tribunales de Sentencia de Delitos de Femicidio y otras

formas de V¡olencia contra la lvlujer el cual se detalla taxat¡vamente a continuación;
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Con fundamento en lo cons¡derado y lo que preceptúan los artículos 203 y 205 de la

Constitución Polít¡ca de la República; 43 ¡nciso 5, 45, 48 y 52 del Cód¡go Procesal

Penal 15 y 22 de la Ley contra el Femicid¡o y otras formas de V¡olencia contra la Mujer;

12, 54 inc¡sos a) y f) y 94 de la Ley del Organismo Judicial. AcueÍda:

La creac¡ón de Juzgados de Primera Instancia Penal y Tribunales de Sentencia de

Delitos de Fem¡cidio y otras formas de Violencia contra la Mujer.

Artículo 1. Se crean el Juzgado de Primera lnstanc¡a Penal de Del¡tos de Fem¡c¡dio y

otras formas de Violencia contra la l\ilujer y el Tribunal de Sentenc¡a Penal de Delitos de

Femicid¡o y otras formas de V¡olencia contra la Mujer del departamento de Guatemala,

los cuales lendrán compelenc¡a territorial en ese departamento y sus atribuciones son

las que señalan el Código Procesal Penal y la Ley contra el Femicid¡o y otras formas de

Violencia contra la l\ilujer.

Artículo 2. Se crean el Juzgado de Primera lnstancia Penal de Del¡tos de Fem¡c¡dio y

otras formas de Violencia contra la l\y'ujer y el Tr¡bunal de Sentencia Penal de Delitos de

Femicidio y otras formas de Violencia contra la lvlujer del departamento de Ch¡quimula,

los cuales tendrán competencia terr¡torial en ese departamento y sus atribuciones son

las que señalan el Código Procesal Penal y la Ley contra el Fem¡c¡dio y otras formas de

Violencia contra la l\ilujer.

Artículo 3. Se crean el Juzgado de Primera lnstancia Penal de Delitos de Femicid¡o y

otras formas de V¡olenc¡a contra la Mujer y el Tribunal de Sentencia Penal de Delitos de
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Femicid¡o y otras formas de V¡olencia contra la Mujer del departamento de

Quetzaltenango, los cuales tendrán competencia territorial en ese departamento, con

excepción de los municipios de Coatepeque, Génova, Flores Costa Cuca y Colomba

Costa Cuca de ese departamento, y sus atribuc¡ones son las que señalan el Código

Procesal Penal y la Ley contra el Femicidio y otras formas de Violenc¡a contra la lvlujer.

Artículo 4. El personal de los Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a Penal de Delitos de

Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, se ¡ntegrará con un Juez o Jueza

de Primera lnstancia, un Secretario o Secretaria lnstancia l, tres oficiales lll, un

Notificador o Not¡f¡cadora lll, un Trabajador o Trabajadora Soc¡al, un Psicólogo o

Psicóloga, un Comisario o Com¡saria, un auxiliar de mantenim¡ento y un intérprete

ún¡camente para Quetzaltenango.

Artículo 5. El personal de los Tribunales de Sentencia Penal de Delitos de Femic¡dio y

otras formas de Violenc¡a contra la l\4ujer se integrará con tres Jueces o Juezas de

Primera lnstancia, un Secretario o Secretaria lnstanc¡a ¡, tres of¡ciales 3 lll, dos

Not¡ficadores o Notificadoras lll, un Trabajador o Trabajadora Social, un Psicólogo o

Ps¡cóloga, un oficinista lll, un Comisar¡o o Com¡sar¡a, un auxiliar de manten¡miento y un

intérprete únicamente para Quetzaltenango.

Artículo 6. Corresponde a la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones del Ramo Penal,

Narcoactividad y Del¡tos contra el Ambiente conocer en segunda ¡nstancia, de los

procesos tram¡tados en los Juzgados de Pr¡mera lnstancia Penal y Tr¡bunales de

Sentencia Penal de Del¡tos de Femicid¡o y otras formas da Violencia contra la Mujer del



departamento de Guatemala. En Io que respecta a los Juzgados de Primera lnstancia

Penal y Tr¡bunales de Sentencia Penal de Delitos de Fem¡c¡dio y otras formas de

Violencia contra la Mujer ub¡cados en Chiqu¡mula y Quetzaltenango, corresponderá

conocer en segunda instancia a la Sala jur¡sdiccional respectiva en materia penal.

Artículo 7. Los del¡tos de Fem¡cid¡o y otras formas de V¡olencia contra la Mujer

cometidos en los departamentos y municipios que no cuenten con este t¡po de órganos

jur¡sdicc¡onales, serán conocidos por los Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a Penal,

Narcoact¡v¡dad y Delitos contra el Amb¡ente y Tr¡bunales de Sentencia, Penal,

Narcoactividad y Delitos contra el Ambiente, teniendo presente el objeto y fin de la Ley

contra el Fem¡c¡dio y otras formas de V¡olenc¡a contra la lvlujer.

Artículo 8. (Derogado por el ALf¡culo 2 del Acuerdo 23-2010 de la CotTe Suprema de

Justic¡a). Los Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a Penal, Narcoactiv¡dad y Del¡tos contra el

Amb¡ente de los departamentos de Guatemala, Ch¡quimula y Quetzaltenango, con

excepción del Juzgado de Primera lnstancia Penal, Narcoactividad y Del¡tos contra el

Amb¡ente del mun¡c¡pio de Coatepeque, que se encuentran conociendo casos de la Ley

contra al Femicidio y otras formas de Violenc¡a contra la lvlujer, en los cuales no se

hubiere dictado el auto de apedura a ju¡cio, deberán rem¡tir los m¡smos a los nuevos

juzgados para su conocimiento.

Artículo 9. Los Juzgados de Primera lnstancia Penal y Tr¡bunales de Sentencia Penal

creados por medio de este Acuerdo y todos los Jueces, Juezas, l\,4agistrados y

Mag¡stradas que conozcan de los casos que señala la Ley contra el Fem¡c¡d¡o y otras



formas de Violencia contra la lvlujer, de conformidad con el artículo 2o. del acuerdo 23-

2008 de esta Corte, deberán otorgar las medidas de segur¡dad o cautelares que sean

necesarias, para lo cual se deberá tomar en cuenta el riesgo y exposición de la mujer,

además deberán, cuando corresponda, certificar lo conducente a los juzgados del

orden penal.

Artículo 10. Transilor¡o. Los Juzgados y Tribunales a los que se refiere este Acuerdo,

deberán empezar a funcionar en el mes de sept¡embre de dos m¡l d¡ez.

Artículo 11. El presente acuerdo deberá publicarse en el Diario de Centro Amér¡ca,

órgano oficial de la Repúbl¡ca de Guatemala. Dado en el Palac¡o de Justicia, en la

c¡udad de Guatemala, a los veint¡cuatro días del mes de febrero de dos mil diez.

5.4. La ¡mportancia de los ¡ueces de pr¡mera instancia penal de del¡tos de

femicidio y otras fomas de violenc¡a contra la mujer

El l\,4anual de leg¡slación sobre la violencia contra la mujer de las Nac¡ones Unidas

incluye entre sus recomendaciones que las leyes han de establecer la creación de

tr¡bunales especial¡zados o procedimientos judiciales especiales que garant¡cen la

tramitación oportuna y eficiente de asuntos de violencia contra la mujel'. Hay pruebas

de que, cuando disponen de recursos adecuados, las unidades especializadas del

s¡stema de justicia son más receptjvas y eficaces a la hora de hacer cumplir las leyes

sobre violencia contra la mujer.
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En todo el mundo, los tribunales espec¡a¡es para casos de violenc¡a doméstica son

especialmente comunes, pues permiten la integrac¡ón de diversos procesos legales,

como las cuestiones penales, c¡viles y de derecho de familia. En muchos casos, los

tribunales especializados se establecen para entender de los casos de acoso sexual.

Algunos países han creado también tribunales especializados para entender de la

agresión sexual y la violación.

Los tr¡bunales especializados ofrecen más pos¡bilidades de que el personal del tribunal

tenga en cuenta la perspect¡va de género, posea experiencia en las caraclerísticas

especiales de los casos de v¡olencia contra la mujer y esté en condic¡ones de tramitar

los casos con mayor celeridad, reduciendo de este modo la carga que soportan las

víctimas. Además, los jueces que se ocupan asiduamente de casos de violencia contra

la mujer pueden ver a los agresores reinc¡dentes y emprender las acciones oportunas.

En consecuenc¡a, el hecho de que un número menor de personas se haga cargo de

estos casos puede ayudar a d¡suadir de cometer violencia en el futuro porque los

agresores esperarán un aumento de las sanciones y una mayor rendición de cuentas.

Se han establecido tribunales especializados en violencia domést¡ca con resultados

positivos en países de todo el mundo, como Brasil, España, Nepal, el Reino Unido,

Uruguay y Venezuela y en varios estados de los Estados Unidos de Amér¡ca. S¡n

embargo, al establecer tribunales especializados han de tenerse en cuenta algunas

preocupaciones. Por ejemplo, el hecho de que haya un número concentrado de jueces
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cuya labor se centra en esta cuestión significa que todos los casos de violencia

domést¡ca recaen en manos de unas pocas personas. Por tanto, un tribunal de

violencia domést¡ca concebido o adm¡nistrado de modo deficiente puede tener efectos

negal¡vos sobre los esfuerzos de una jur¡sd¡cc¡ón para mantener a salvo a las víct¡mas,

exigir responsabilidades a los agresores y mejorar el sistema de respuesta de la justicia

a la violencia doméstica. Finalmente, los tribunales y los equ¡pos del min¡sterio público

específicos pueden correr el riesgo de ser marginados. Designar un solo tribunal para

que se ocupe de las cuest¡ones relat¡vas a la violencia doméstica puede dar lugar a la

interpretac¡ón de que esa ent¡dad se ocupa de los delitos "de familia" en contraposición

a los del¡tos "reales".

La experiencia de Brasil en mater¡a de tribunales especiales pone de relieve algunas de

estas cuest¡ones. En 1995 se crearon juzgados penales espec¡ales para del¡tos

menores. Bras¡l dispone también de un sistema de comisarías de pol¡cía de la mujer

para gestionar Ia violencia doméstica y otros delitos como la violac¡ón. Aunque no

estaban conceb¡dos ¡nicialmente para entender en exclusiva de casos de v¡olenc¡a

doméstica, la mayoría de los casos de violencia doméstica de las com¡sarías de policia

de la mujer se remitieron a los juzgados penales especiales. En consecuencia, algunas

feministas afirmaron que se estaba triv¡al¡zando la v¡olencia domést¡ca y que no se la

estaba tratando como un del¡to grave. Después de las actividades de promoc¡ón de

grupos de mujeres, una nueva ley sobre v¡olencia domést¡ca denominada Ley l\¡aria da

Penha (en inglés) creó los Juzgados de Violencia Doméstica y Familiar contra la l\¡ujer.

La nueva ley, que despojó de jurisdicc¡ón sobre la violencia doméstica a los juzgados
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penales especiales, reconoce cinco formas de v¡olenc¡a doméstica: física, psicológica,

sexual, patrimon¡al y moral. Los nuevos tr¡bunales adoptan un enfoque integral que

abarca no sólo el derecho penal sino también aspectos del derecho civil y de familia,

como la custod¡a de los hijos, la pens¡ón alimenticia o el sustento de los hijos, la

restitución de bienes y las órdenes de protección para manlener al agresor alejado de

la víctima.

5.5. La importancia de la especial¡zac¡ón de los jueces

En Guatemala se ha producido durante los últimos años, un aumento de asesinatos de

mujeres, fenómeno soc¡al que constituye la forma más extrema de violencia de género

determ¡nada por un conjunto de conductas discriminatorias. Ante esta problemática, los

tres poderes del Estado y las instituciones del sector justicia en coordinac¡ón con la

sociedad civil otganizada en torno al movim¡ento de mujeres, representantes de

partidos polít¡cos, diputadas y exdiputadas, lograron concretar una ¡niciativa de ley, que

contempla la prevención, tipificación y sanción del Femic¡dio y otras formas de violencia

en contra de las mujeres, para contribuir a generar políticas que den respuesta a esta

problemát¡ca. Y en vista que en pocos departamentos existen los juzgados de Primera

lnstanc¡a Penal y Tr¡bunales de Sentencia Penal de Del¡tos de Femicidio y otras formas

de Violenc¡a Contra la Mujer como lo son en los departamentos de Guatemala,

Quetzaltenango y Chiquimula, se hace de suma urgenc¡a la especialización de los

jueces Penales, de narcoactiv¡dad y delitos contra el ambiente.
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En la práct¡ca se ha v¡sto mermada la aplicac¡ón de la ley en v¡rtud que de conformidad

con el texto, la violencia contra las muieres constituye delitos expresamente t¡pificados

y por lo tanto, su conocimiento no es de la esfera de los Juzgados de Familia.

lvlantener esa última competencia, sin aclarar que, en v¡sta de la urgenc¡a, los

Juzgados de Familia están facultados para la emisión de las medidas de seguridad, sin

que ello obste para que cert¡fiquen lo conducente a los juzgados del orden penal, ha

devenido en que muchos casos concretos queden en la ¡mpunidad, a pesar de tratarse

de delitos de acción pública.
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CAPíTULO V

6. Las desventajas de los juzgados de primera ¡nstanc¡a penal, narcoact¡vidad y

del¡tos contra el amb¡ente que conocen los procesos de femic¡d¡o y otras

formas de v¡olencia contra la mujer en relación con los juzgados

especializados en la mater¡a

6.1. Las desventajas

La Comis¡ón lnlernacional de Derechos Humanos ha constatado que ciertos patrones

soc¡oculturales discriminatorios influyen en las actuaciones de los funcionarios en todos

los niveles de la rama judicial, lo que se traduce en un número aún ínfimo de ju¡c¡os

orales y sentencias condenatorias que no corresponden al número elevado de

denunc¡as y a la prevalenc¡a del problema.

A través de investigaciones y estadísticas se ha podido verificar que la violencia y la

discrim¡nación contra las mujeres todavía son hechos aceptados en las sociedades

amer¡canas, lo cual se ve reflejado en la respuesta de los funcionarios de la

administración de la justicia hac¡a las mujeres víctimas de violencia y en el tratam¡ento

de los casos.

Existe asimismo una tendencia a considerar los casos de violenc¡a contra las mujeres

como conflictos domést¡cos, privados y no prior¡tarios que deben ser resueltos s¡n la

intervención del Estado.
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Analizando estos datos es evidente la desventajas existentes de los juzgados de

pr¡mera instancia penal, narcoactividad y delitos contra el ambiente que conocen los

procesos de femicidio y otras formas de violencia contra la mujer en relac¡ón con los

juzgados espec¡al¡zados en la materia, ya que con tanto campo que abordar con el

tema de I femicid¡o y otras formas de v¡olenc¡a contm la mujer se hace impos¡ble que

los jueces penales, conozcan cuestiones, penales, de narcoact¡vidad, de delitos contra

el amb¡ente y encima del¡tos de fem¡c¡dio y otras formas de violenc¡a contra la mujer,

por que es casi imposible el buen funcionamiento de estos órganos jurisdiccionales

comparándolos con los juzgados especializados en la materia. Esta seria la primordial y

atrevidamente se diría la única y gran desventaja entre ambos juzgados antes

mencionados, la falta no de conocimiento si no de especialización, lo cual se notara

dicha desventaja nos lo para ellos s¡no para la sociedad guatemalteca, la

especial¡zación del tema.

6.2. Juzgados de primera instancia penal de del¡tos de femicidio y otras formas

de v¡olencia contra la mu¡er

De conform¡dad con el Artículo 15 de la Ley contra el Fem¡c¡dio y otras Formas de

V¡olenc¡a Contra la Mujer, determina la creación de órganos jurisd¡ccionales

especializados. La Corte Suprema de Justicia, mediante Acuerdo número 1-2010,

acordó la creación de Juzgados de Primera lnstancia Penal y Tribunales de Sentencia

de del¡tos de femicidio y otras formas de violencia contra la mujer, sin embargo dicho

acuerdo únicamente determina la creación de d¡chos órganos jurisdicc¡onales en los
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sigu¡entes departamentos; Guatemala, Chiqu¡mula y Quetzaltenango, además

determina que la Sala Tercera de la Corte de Apelac¡ones del Ramo Penal,

Narcoactiv¡dad y Delitos contra el Ambiente conocerá en segunda instanc¡a, de los

procesos del departamento de Guatemala y las salas jurisdiccionales respectivas de los

departamentos de Chiquimula y Quetzaltenango.

6.3. Análisis juríd¡co

En el caso específico de la violencia en contra de las mujeres en 2008 el Congreso de

la República aprobó la Ley contra el Femicidio y otras formas de v¡olencia contra la

Mujer, a través del Decreto Número 22-2008. Además se aprobó la Ley contra la

v¡olencia sexual, explotación y trata de personas, Decreto Número 9-2009 del Congreso

de la República de Guatemala que incorpora varias reformas al Código Penal

guatemalteco, creando nuevos delitos penales, ¡ncluyendo el de agres¡ón sexual.

El presupuesto del lvl¡nisterio Público ha ten¡do aumentos constantes en los últimos

años, el más reciente el cual se ejecuta en el año 20'12 es particularmente s¡gnificativo

ya que representa un 22o/o adicional del cual un 10% se destinó a la Fiscalía de la

l\¡ujer. Se llevaron a cabo importantes aumentos presupuestar¡os en el Organismo

Judicial, el lnstituto Nac¡onal de C¡encias Forenses y la Policía de lnvestigación que se

añaden para contribu¡r a fortalecer el sistema de justicia especializada para la mujer.

Sobre la implementación de la ley contra el fem¡cid¡o, se ¡nforma que para dar

cumplimiento a lo establecido se crearon en el 20'10 los Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a
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Penal y Tribunales de Sentencia de Delitos de Fem¡cid¡o y otras formas de Violencia

contra la lvlujer en los departamentos de Guatemala, Chiquimula, Quetzaltenango.

En el 2012 se crearon dos nuevos Juzgados de Pr¡mera lnstancia Penal y Tribunales

de Sentenc¡a de Del¡tos de Femicid¡o y otras formas de violencia contra la mujer en

los departamentos de Alta Verapaz y Huehuetenango. Además creó un Juzgado de

Primera lnstancia de Turno de 24 horcs pan conocer del¡tos de violencia contra la

mujer, delitos sexuales y trata de personas y la Sala de Apelaciones de Delito de

Fem¡cidio y otras formas de v¡olenc¡a conlra la mujer.

Se reporta la aprobación de 9 Acuerdos de la F¡scalía General entre el2OO8 y 2012

que contienen instrucciones, procedim¡entos y protocolos para la atención de casos de

V¡olenc¡a con la Mujer y Delitos Sexuales.

El Modelo de Atención lntegral establecido por el lvlin¡sterio Público -lVlP- para la

atenc¡ón de delitos de atención contra la mujer y violencia sexual integrado por

profesionales de la Psicología, de la Medicina, y de la Abogacía quienes interactúan y

están presentes anles, durante y después de la denuncia, para evitar que la víct¡ma

cuente su relato del hecho que le ha sucedido a d¡stintos operadores de justic¡a en una

m¡sma ¡nstituc¡ón.

El Modelo de Atención lntegral atiende las 24 horas los 365 días al año en áreas

específicas en las que puede contarse también con la presencia de un per¡to méd¡co

forense del lnstituto Nacional de C¡encias Forenses (lNAC|F) las 24 horas del día para



la evaluación méd¡co-forense de las víctimas. Se coordina de manera inmed¡ata con

las Redes de Derivación a efectos de que ia víctima no corra n¡ngún riesgo de v¡da por

el hecho de tener que regresar al hogar donde muchas veces aún se encuentra el

agresor. Dichas redes son grupos de organizaciones sociales, igles¡as e instituc¡ones

estatales que a n¡vel local prestan serv¡c¡o de acompañamiento y as¡stencia social,

legal ps¡cológica y protecc¡ón a la víctima.

Se resalta además que, para evitar la revjctimización, sobre todo en casos de violencia

sexual, se ha instalado la cámara Gesell en la sede del Minister¡o Públ¡co en la ciudad

cap¡tal y en la sede de la Fiscalía Municipal de Villa Nueva, en donde la víct¡ma presta

su declaración con el auxilio de una psicóloga, sin que exista contacto entre ella y el

agresor, así como con otras personas (fiscales, jueces, defensores).

Se realizan diligencias pertinentes e inmed¡atas a efecto de ev¡tar la pérd¡da de

ev¡dencia y de información importante para sustentar delante deljuez las pet¡c¡ones de:

med¡das de seguridad, ordenes de aprehensión, allanamientos, inspecciones y

registros para evitar le destrucción de ev¡dencias y la fuga de los agresores.

Por lo que se ha realizaron un arduo trabajo por parte del sector justicia, para poder

combat¡r los delitos que atentan contra la mujer, pero la falta del presupuesto para por

porte del Organismo Judicial es lo que a la ves estanca el proceso, ya que como se

menc¡ono anter¡ormente asolo existen en pocos departamento Juzgado de Primera

lnstancia Penal de Delitos de Femicid¡o y otras formas de Violencia contra la Mujer y el
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Tribunal de Sentenc¡a Penal de Delitos de Femic¡dio y otras formas de Violenc¡a contra

la [,4ujer , los cuales son los especial¡zados en el tema; y en el resto de la Republica

actúan los Juzgados de pr¡mera instancia penal, narcoact¡v¡dad y delitos contra el

ambiente, los cuales ya en si son tres juzgados en uno, que conoce asuntos, penales,

en materia de narcoactividad , del med¡a ambiente y ahora en delitos de fem¡cidio y

otras formas de violenc¡a contra la mujer, lo cual hace ilóg¡camente una preparación no

muy especializada, la cual se ve reflejada en las sentencias.

6,4, Propuesta para una me¡or aplicac¡ón en cuanto a las sentencias d¡ctadas por

lo Juzgados de Pr¡mera lnstanc¡a Penal Narcoactividad y Del¡tos Contra El

Ambiente en Materia Femicid¡o y otra formas de Violenc¡a contra la Mujer.

Si b¡en en Guatemala se registran importantes avances legislat¡vos en mater¡a de

tipif¡cación de la violenc¡a contra las mujeres y del femicidio, hace falta la apl¡cación

efectiva de esas leyes para que a n¡nguna mujer le falte el acceso a la justicia, dijo Dora

Amalia Taracena, Coord¡nadora General de Convergenc¡a Cívico Polít¡ca de Mujeres

(ccPrv).

No cabe duda que para mejorar la aplicación en cuanto a las sentencias dictadas por

los órganos jurisdiccionales especializados (Juzgado de Primera lnstancia Penal de

Delitos de Femicidio y otras formas de V¡olenc¡a contra la Mujer y el Tribunal de

Sentencia Penal de Delitos de Femicid¡o y otras formas de Violenc¡a contra la lvlujer),
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es necesaria la misma espec¡al¡zac¡ón. Esto através de Ia creac¡ón Juzgado de Primera

lnstanc¡a Pena¡ de Delitos de Fem¡cidio y otras formas de Violencia contra la l\¡ujer y el

Tribunal de Sentencia Penal de Del¡tos de Femicid¡o y otras formas de Violencia contra

la lvlujer, en toda la Republica. Pero esto podría ser una utop¡a, ya que el mismo

Cód¡go penal, establece la separación de los juzgados penales, de narcoactividad y de

delitos contra e¡ ambiente, cosa que por la falta de presupuesto no se ha real¡zado, y

ahora con estos nuevos juzgados especializados en los del¡tos de femicidio y otras

formas de violencia contra la mujer.

Por lo que es menester la apl¡cac¡ón del pr¡nc¡pio de especialidad hacia los órganos

jurisdiccionales en los departamento en donde no exista Juzgados especializados en

del¡tos de femic¡dio y otras formas de v¡olencia contra la mujer, para una aplicac¡ón

ecuánime y sustentada en dichos delitos, la cual se vera relejada en las sentencias.

Faltan muchas acciones por hacer que le corresponden a otros sectores, uno de ellos

son los medios de comunicación, los que deben mejorar la cobertura informativa de

manera que el tema de la violenc¡a contra las mujeres y del femic¡dio sea permanente.

El id¡oma es otro de los retos que enfrenta el s¡stema de just¡cia, pues no contar con

traductores en cada uno de los centros, tribunales o juzgados especial¡zados contra el

fem¡cid¡o, representa una barrera para las mujeres indígenas.
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El id¡oma es el mecanismo por el cual la sociedad se comunica y es muy importante a

la hora de garantizar el acceso a los servicios de justicia a las indígenas; el Organismo

Judicial y el lvl¡nisterio Públ¡co (N¡P) deberán fortalecer el aspecto de la

multiculturalidad.

Según una investigación del Grupo de Apoyo Mutuo (GAM), 6 de cada 10 víctimas de

femicid¡o sufrieron antes v¡olencia en el seno de sus hogares, principalmente provocada

por sus parejas.

La corte Suprema de Justicia argumenta el aumento de casos de femicid¡o por la razon

que estuv¡eron ocultos por mucho tiempo, por lo que las cifras registradas hasta el

momento por el Organismo Judicial en materia de sentencias, deben ser consideradas

un avance.

En el primer semestre del 2013, al Organismo Judicial ingresaron 947 casos por

femicidio y violencia contra las mujeres, 159 fueron sentencias condenator¡as y 35

absolutor¡as; la mayoría de expedientes se encuentran en proceso de apelación y el

resto en trámite.r2

ir El Pe¡iodico, 15 de abril 2013, Pág. l
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Para el Organismo Jud¡c¡al y para la Corte Suprema de Justicia representa un logro que

una mujer tome la decisión de denunc¡ar a su agresor; ese tipo de crímenes se originan

usualmente en el hogar o en el trabajo, donde las víct¡mas están sujetas a un grado de

dependencia.
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CONCLUSIONES

1. El Decreto 22-2OO8 del Congreso de la República es un avance en la legislación

guatemalteca con enfoque de género, su aplicación aún es precara en el

sistema judicial y necesita mejorar su cobertura e implementación.

2. El machismo y la desconfianza en el sistema de justicia son factores que

generan la violencia contra la mujer de tipo físico, psicológico y sexual; ya que

parec¡era que en Guatenala, por las relaciones de poder, quien arremete contra

una mujer está cubiefto por un manto de impunidad.

3. En el caso del femicidio, son al menos 30 personas que participan en la cadenil

de investigación; desde el Í¡anejo de la escena del crimen hasta la sentencla;

sin embargo en la mayoría de casos tanto los policías, fscales, operadores de

justicia y jueces, aún no han sido capacitados y formados en temas de equidad

de género.

4. Con la creación de los Juzgados de Primera Instancia de Delitos de Femlcldio y

Otras Formas de Violencia Contra la Mujer y Violencia Sexual, Explotación y

Trata, se logra un avance para el combate de éste flagelo que tiene a a

sociedad guatemalteca en un atraso en el cumplimiento del respeto a los

derechos humanos.
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5. En la actualidad, el Organismo Jud¡cial aún no tiene cobertura a nivel nacional

de Juzgados de Femicid¡o y Violenc¡a contra la l\¡ujer; por lo que se observa que

el Estado no aborda este tema con seriedad, para su combate.
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1.

RECOMENDACIONES

Se debe iniciar un estud¡o profundo para considerar la admisión de la ¡nstitución

juríd¡ca del des¡stim¡ento como una medida desjudic¡alizadota, ya que, en la

aplicac¡ón de la Ley contra el Femicid¡o y otras formas de violencia contra la

mujer, aclualmente induce la desintegración de los hogares guatemaltecos,

afectando principalmente a los hijos y su seguridad económica.

2. Es necesario que se creen Juzgados de femicidio y violencia contra la mujer a

nivel nacional, porque cuando los juzgados ordinarios conocen los tipos

penales que califican la acción de femicidio, violencia física, sexual, psicológ¡ca

y económica neces¡tan el auxilio del psicólogo y la trabajadora soc¡al, para un

mejor desarrollo de la prosecución del proceso.

3. Que se considere lo dispuesto en el Protocolo de la Ley contra el Femic¡dio,

que ¡ndica que la comisión de hechos delictivos, relacionados con violencia

fÍsica, psicológica y sexual contra la mujer, son tipos penales ¡ndependientes;

por lo tanto, deben ser sanc¡onados de la misma forma, esto porque

contrav¡ene el principio que establece que cuando concurren varios delitos

debe aplicarse el de mayor sancion.
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4. La sociedad civ¡l en sus distintas formas de organización, debe demandar la

aplicación de la justicia, no sólo al sector judicial sino que al Organismo

Ejecutivo y Legislativo, para que en coordinación interinstitucional se logren los

objetivos planteados en el Decreto 22-2008.

Al no existir el presupuesto adecuado para poder constituir en toda la República

los Juzgados especializados en los delitos de femicidio y otras formas de

v¡olencia contra la mujer, se hace necesario la especialización de los lueces

penales, de narcoactiv¡dad y delitos contra el ambiente y asi garantizar la lucha

contra la impunidad en el tema.
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